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RESUMEN: Los antecedentes de la legislacién sobre proteccién civil y gestion
de emergencias se sitéan en los servicios establecidos a nivel municipal para la
prevencion y extincién de incendios, en el Derecho Internacional Humanitario y en
la defensa pasiva surgida entre las dos guerras mundiales para la proteccién ante
las nuevas armas aéreas. Su confluencia da lugar a un sistema de atencién de
riesgos jerarquizado que evoluciona desde las medidas de mera reaccién ante los
siniestros a medidas de prevencién y de planificacién de las intervenciones ante las

(*) Trabajo recibido en esta RevisTa el 8 de octubre de 2009 y evaluado favorablemente para
su publicacién el 16 de noviembre de 2009.

(**) Este trabajo es una reelaboracién de la ponencia «Marco legal del sistema integrado de
Proteccién Civil en el Estado de las autonomias» que presenté en Santiago de Compostela el 25 de
noviembre de 2006 en el marco del «Il Encuentro sobre Economia y Gestién de Emergencias. Nuevos
enfoques en la gestion y en la legislacion de emergencias» organizado por la Escuela Gallega de
Administracién Pablica.
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situaciones de calamidad o catéstrofe, configurando un auténtico servicio publico.
El olvido de la proteccién civil en la Constitucién de 1978 e inicialmente en los
Estatutos de Autonomia genera la indeterminacién en cuanto a las competencias
respectivas de las diversas Administraciones territoriales y un encaje complicado en
el Estado autonémico no resuelto por la Ley de Proteccién Civil de 1985. La solucién
a las deficiencias e incoherencias de la legislacién ha tenido que ser salvada en
un largo proceso en el que han intervenido el Tribunal Constitucional, el desarro-
llo reglamentario de la Ley de Proteccién Civil y las Comunidades Auténomas a
través de su propia legislacién, asi como en los Gltimos afos por la reforma de los
Estatutos de Autonomia.

Palabras clave: proteccién civil; emergencias; seguridad; Derecho espafiol.

ABSTRACT: he precedents of the legislation on Civil Protection and Emergency
Management are placed in the local services for the prevention and extinction of
fires, in the Humanitarian International Law and in the Passive Defense emerged with
the new aircraft weapons among World Wars. Their confluence creates a hierar-
chized system of attention of risks that evolves from the simple reaction to disasters
towards prevention and intervention planning to face the situations of calamity or
catastrophe, an authentic public service.

The silence on the Civil Protection in the Spanish Constitution of 1978 and in
the Statutes of Autonomy generates the indetermination about the respective responsi-
bilities of the territorial authorities and a complicated organization that is not solved
by the Civil Protection Act of 1985. The solution to the faults and incoherences of
the legislation has be given in a long process in which have intervened the Spanish
Constitutional Court decisions, the statutory implementation of the Civil Protection
Act and the Autonomous Communities through their own Acts, as well as the reform
of the Statutes of Autonomy in recent years.

Key words: civil protection; emergencies; security; spanish Law.

I. ANTECEDENTES: LA ADMINISTRACION LOCAL Y LOS SERVI-
CIOS DE INCENDIOS

Antes del siglo XIX cabe encontrar algunas normas que pretenden
enfrentarse a los accidentes y catdstrofes y establecer medidas de atencién
de las victimas. Pero en todo caso son previsiones aisladas y limitadas
que no configuran una accién piblica organizada ni instituciones espe-
cializadas como las que conocemos hoy. En la sociedad preindustrial los
riesgos catastréficos son mucho mds escasos y la manera de enfrentarse a
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ellos estd presidida por el fatalismo (las catéstrofes que provienen de las
guerras o de las fuerzas de la naturaleza: sismos, inundaciones, huracanes,
erupciones volcdnicas, son poco menos que inevitables), la improvisacién
y la adopcién de medidas meramente paliativas y de reacciéon una vez
producidos los dafos.

De esta situacién tempranamente se separa el riesgo de incendios, el
primero que empieza a considerarse previsible y que ocupa la atencién
del ordenamiento juridico. En buena medida hasta bien avanzado el
siglo XIX lo que prima es la autoproteccion y el auxilio voluntario com-
plementado en ocasiones por medidas de las autoridades locales, las
ordinarias de policia urbana que no suelen disponer de 6rganos espe-
cializados. A partir del siglo XVIII se dictan diversas instrucciones para
prevenir y sofocar los incendios urbanos. En la de 1794 para Madrid
se prevé la creacién de «matafuegos» reclutados en el gremio de carpin-
teros y también el nombramiento de directores técnicos entre maestros
de obras o arquitectos. Posteriormente las medidas més directas contra
los incendios urbanos se adoptan a través del aseguramiento privado;
son las sociedades mutuas contra incendios las que crean sus propios
servicios de extinciéon y cuerpos de bomberos servidos por voluntarios,
por los propios asegurados o por empleados, como la creada en Madrid
en 1822 bajo patrocinio del Ayuntamiento. Ante la insuficiencia de tales
medidas posteriormente se estableceran disposiciones para que sean los
Ayuntamientos quienes se responsabilicen de la materia, tanto de las
medidas de prevencion como de las de extincién; asi, la Real Orden
de 6 de julio de 1834 que aprueba una Instruccién con reglas «para
precaver, cortar y apagar los incendios que ocurran en Madrid» cuya
aplicacién corresponde al corregidor con el auxilio de otras autoridades
civiles y militares y de la sociedad de seguros mutuos. Progresivamente
los Ayuntamientos se hardn cargo de los servicios de bomberos aunque
recaudando de las compaiias de seguros los correspondientes arbitrios
para su sostenimiento.

También colaboran las fuerzas militares, que en ocasiones cuentan
con unidades de zapadores o bomberos preparados para actuar contra el
fuego y ofros siniestros. En 1822 el Ministerio de la Gobernacién aprobé
la formacién de una compaiiia de zapadores de la Milicia Nacional volun-
taria en Granada para combatir los incendios con 160 hombres reclutados
entre carpinteros, albailes y fontaneros, manifestandose la voluntad de
extender la medida a las demés provincias. Las unidades de zapadores o
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zapadores bomberos seran habituales en los cuerpos voluntarios de Milicia
Nacional, Voluntarios Realistas o Guardia Nacional. Entre las competen-
cias de la Policia General del Reino que se establece en 1824 estd, entre
otras muchas, la de adoptar medidas preventivas frente a los incendios (1).
La evolucién posterior de la institucion policial hard que sus atribuciones
se centren en el mantenimiento del orden puiblico y la persecucién de la
delincuencia, dejando la materia relativa a los incendios principalmente en
manos de las autoridades locales sin perjuicio de la colaboracién puntual
de los cuerpos policiales.

Las disposiciones del nuevo Estado constitucional sobre administracién
local incorporan las obligaciones que los Ayuntamientos deben asumir.
Inicialmente se contienen solamente previsiones muy genéricas y ligadas
al orden pblico; asi, la Instruccién para el gobierno econémico-politico de
las provincias aprobada por las Cortes de Cadiz el 23 de junio de 1813
atribuia a los Ayuntamientos «las medidas generales de buen gobierno
que deban tomarse para asegurar y proteger las personas y bienes de los
habitantes». La nueva Instruccién de 3 de febrero de 1823 hacia en su
articulo 184 la misma atribucién a los Alcaldes aunque bajo la superior
autoridad del Jefe Politico. Mucho mas concreto era el Real Decreto de
23 de julio de 1835 «para el arreglo provisional de los Ayuntamientos
del Reino»; su articulo 36 atribuia a los alcaldes y corregidores «precaver
los dafios que puedan causar los edificios que amenazan ruina, y cuanto
obstruya, dificulte o haga peligroso el uso o trénsito de las calles, plazas o
comunicaciones piblicas» y «tomar precauciones y facilitar auxilios contra
los incendios, las epidemias y otras calamidades».

La Ley de organizacién y atribuciones de los Ayuntamientos de 14 de
julio de 1840 en su articulo 70 atribuia a los Alcaldes, como delegados
del Gobierno sometidos a la autoridad politica superior de la provincia,
«ejecutar todas las medidas protectoras de la seguridad personal, de la
propiedad y de la tranquilidad pdblica», para lo cual podia contar con el
auxilio de la Milicia Nacional o de la fuerza armada que le proporcionara
la autoridad militar; disposicién que se renueva en la Ley de 8 de enero
de 1845 que le sucede y en la ley de Organizacién y Administracion
Municipal de 5 de julio de 1856, aqui en términos similares: «cuidar del
orden puiblico, de la seguridad de las personas y de la proteccién de

(1) Antonio MORALES VILANUEVA, Evolucién de la Administracién policial, Revista de Adminis-
tracién Poblica n® 118, enero-abril 1989.
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las propiedades». La Ley Municipal de 21 de octubre de 1868 reitera
similares disposiciones pero en su articulo 115 por primera vez ordena
que figuren en el correspondiente presupuesto municipal «los servicios
de policia urbana y rural y los de seguridad local» y «los medios pre-
ventivos y los de socorro contra incendios», y en la misma linea la de
20 de agosto de 1870 en su articulo 66 atribuye a los Ayuntamientos
la creacién de servicios municipales, entre ofros, para la «seguridad de
personas y propiedades» y en el 127 reitera la obligacién de que en los
presupuestos figure la prevision de gastos para «medios preventivos y de
socorro contra incendios y de salvamento en las poblaciones maritimas»;
disposiciones que en parecidos términos se mantienen en la Ley Municipal

de 2 de octubre de 1877.

Desde mediados del siglo XIX y con base en estas disposiciones los
Ayuntamientos, cuando menos los de mayor poblacién, van creando sus
cuerpos de bomberos. En ocasiones se combinan cuerpos profesionales
constituidos por empleados municipales con ofros servidos por voluntarios,
situacién que llega hasta nuestros dias. Estos servicios especializados iran
desplazando progresivamente en la intervencién ordinaria sobre los incen-
dios a los vecinos, mutuas de seguros, milicias, fuerzas militares y demas
personas que venian actuando.

La legislacion del siglo XX avanza en la misma linea. El Estatuto
Municipal de 8 de marzo de 1924 en su articulo 150 atribuia a la exclu-
siva competencia de los Ayuntamientos los «establecimientos, Institutos,
prevenciones y servicios de auxilio para casos de incendio, inundacién
u ofras calamidades y servicios de salvamento en poblaciones costeras y
riberefias». El articulo 216 incluia entre los servicios municipales obligato-
rios la «prevencién contra el riesgo de incendios». Estas disposiciones se
desarrollaron en el Reglamento de Obras, Servicios y Bienes Municipales
de 14 de julio de 1924 donde, ademds de establecer diversas prohibi-
ciones y obligaciones que debian ser introducidas en las ordenanzas y
licencias municipales dirigidas a la prevencién de incendios, se obligaba
a los Ayuntamientos de cierta poblacién a establecer un servicio especial
con personal permanente y, en su caso, cuartelillos o retenes repartidos por
los barrios més densos, asi como a aprobar reglamentos y manuales de
servicios para los bomberos. La Ley Municipal de 31 de octubre de 1935
se limitaba en su articulo 115 a atribuir a los Ayuntamientos los «servicios
contra incendios», mientras que la Ley de Régimen Local de 24 de junio
de 1955 en su articulo 103 lo hacia obligatorio sélo en los municipios de
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mas de 5.000 habitantes. Esta evolucién normativa finaliza, de momento,
con la vigente ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del
Régimen Local, que en su articulo 25 atribuye a los municipios «compe-
tencias, en los términos de la legislacién del Estado y de las Comunidades
Auténomas», entre ofras en la materia de «proteccién civil, prevencién
y extincién de incendios», servicio obligatorio para los municipios de
poblacién superior a 20.000 habitantes. En esta época los cuerpos de
bomberos ya han ampliado notablemente su campo de actuacién; no sélo
apagan incendios sino que infervienen ante muy diversos riesgos: acci-
dentes de tréfico, ferroviarios, aéreos, maritimos, industriales, domésticos,
en el medio acudtico, en montafa, en la nieve, frente a derrumbamientos,
contaminacién quimica, accidentes nucleares, efc.

Ademas de las disposiciones de régimen local referidas principalmente
a incendios urbanos la legislacion de montes tradicionalmente se ha ocu-
pado de la prevencién y extincién de los incendios forestales. Asi, el Real
Decreto de 22 de diciembre de 1833, aprobando la Ordenanzas Genera-
les de Montes, contenia las correspondientes prohibiciones de hacer fuego,
la obligacién de los usuarios de colaborar en la extincién de incendios y
el régimen sancionador al respecto. Disposiciones que se reiteran en toda
la normativa posterior y que se complementan con otras, como las Reales
Ordenes de 12 de julio de 1838 y de 3 de mayo de 1881 del Ministerio
de Fomento que establecen, entre otras medidas, vigilantes y observatorios
de incendios durante el verano. Todas esas medidas se ejecutan bajo la
dependencia de las autoridades forestales que se ocupan de la materia
hasta bien entrado el siglo XX en que convergerdn los servicios de incen-
dios forestales con los de incendios urbanos. La ley 81/1968, de 5 de
diciembre, de Incendios Forestales, sustrajo la materia de la legislacion
de montes y de la competencia del Ministerio de Agricultura y atribuyéd
la responsabilidad en cuanto a extincién a los Alcaldes y Gobernadores
civiles en su calidad de jefes provinciales y locales de la proteccién civil,
aunque con la asistencia técnica del personal de montes. La vigente Ley
43/2003, de 21 de noviembre, de Montes, al regular las medidas contra
incendios forestales se remite a las Administraciones piblicas competentes,
ya que en la actualidad a la Administracién del Estado y a las entidades
locales se han unido con competencias propias en la materia también las
Comunidades Auténomas.

Ademés de las normas sobre incendios urbanos y forestales a lo largo
del tiempo también se han ido adoptando disposiciones especificas para
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atajar otros tipos de incendios, con frecuencia al ritmo que los progresos
tecnolégicos iban generando nuevos riesgos. Entre las primeras normas de
este fipo podemos sefialar las Reales Ordenes de 23 de agosto de 1872y
de 30 de junio de 1881 que establecen normas para evitar los incendios
provocados por las locomotoras de los ferrocarriles; la Real Orden de 13
de mayo de 1882 sobre medidas de prevencién de incendios en los teatros,
ampliadas a ofros locales por Real Decreto de 27 de octubre de 1885, o
el Real Decreto de 15 de febrero de 1908 de medidas contra incendios
en los edificios dedicados a exhibiciones cinematograficas.

Particularmente importantes son las diversas normas que se dictan
en diversas épocas para regular tanto la estructura como los materiales e
instalaciones de los edificios a fin de prevenir los incendios, dificultar su
propagacion y facilitar su extincién y la evacuacién en caso de siniestro.
Normas tanto de dmbito estatal, como la Real Orden de 15 de febrero
de 1924 que dispone la colocacién de instalaciones de proteccién contra
incendios en todos los edificios dedicados a servicios piblicos o la Orden
ministerial de 25 de septiembre de 1979 sobre prevencién de incendios en
establecimientos turisticos (dictada a consecuencia del incendio del Hotel
Corona de Aragén en Zaragoza, siendo una constante en estas materias
que las catéstrofes suelen ir seguidas de inmediato con la promulgacién de
las normas preventivas correspondientes que las hubieran evitado), como
més usualmente incluidas en ordenanzas municipales y que en todo caso
se exigen para la concesién de las licencias municipales. A partir de 1957
el Ministerio de la Vivienda se hace cargo de dictar normas técnicas sobre
la edificacién y en 1977 se aprueba un marco unificado para acabar con
la dispersion de regulaciones mediante el establecimiento de las Normas
Bésicas de la Edificacion (NBE). En lo que aqui interesa el proceso culmina
en la de Condiciones de Proteccién contra Incendios aprobada por Real
Decreto 2059/1981, de 10 de abril (NBE-CPI/81), condiciones en la
actualidad incorporadas al Cédigo Técnico de la Edificacién aprobado
por Real Decreto 314/2006, de 17 de marzo, en desarrollo de la Ley
38/1999, de 5 de noviembre, de Ordenacién de la Edificacion. También
es de destacar aqui, en un dmbito muy relacionado con el anterior, el
Real Decreto 997/2002, de 27 de septiembre, por el que se aprueba la
norma de construccién sismorresistente (NCSR-02).

Para concluir este apartado debemos sefialar que a todo lo largo del
siglo XX se multiplican los riesgos que cuentan con una regulacién propia
y a menudo estrechamente relacionada con la anteriormente expuesta:
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riesgos industriales, aeronduticos, nucleares, transporte de mercancias peli-
grosas, efc., normas a las que nos referiremos luego.

Il. ANTECEDENTES: EL DERECHO INTERNACIONAL HUMANI-
TARIO

El Derecho Internacional Humanitario nace en el siglo XIX para pro-
teger a los seres humanos de las consecuencias de la guerra y aliviar
los sufrimientos de sus victimas: heridos, enfermos, ndufragos, prisioneros
de guerra o personas civiles. Impresionado por la visién de la batalla
de Solferino de junio de 1859 el empresario ginebrino Henri Dunant
impulsa en 1863 la creacién del Comité Internacional de la Cruz Roja y
ese mismo afo una Conferencia Internacional en Ginebra que propone
la creacién de un comité de socorro en cada pais servido por voluntarios
para ayudar en tiempo de guerra al servicio de sanidad de los ejércitos
que serd el germen de las organizaciones nacionales de la Cruz Roja.
Dentro del mismo impulso en 1864 el Consejo Federal suizo reunié una
conferencia diplomatica en Ginebra en la cual participaron delegados de
16 paises que elaboran el «Convenio de Ginebra para mejorar la suerte
que corren los militares heridos de los ejércitos en campafia», la primera
norma de una larga serie de tratados que conforman el Derecho Interna-
cional Humanitario.

La proteccion a los heridos y a los enfermos establecida por este
primer tratado se va extendiendo progresivamente a ofros casos: a los
heridos de las fuerzas navales, al trato de los prisioneros de guerra y a la
poblacién civil en general sobre todo tras la experiencia de las dos guerras
mundiales. Como sefiala BUGNION (2) se elaboraron dos series paralelas
de tratados, unos en Ginebra y otros en La Haya. Los primeros procuran
principalmente proteger a las victimas que producen los conflictos bélicos
mientras que los segundos se proponen proteger a los combatientes y a
los no combatientes restringiendo los métodos y los medios de combate,
es decir, se dirigen a la prevencién de los dafios.

(2) Francois BUGNION, El derecho de Ginebra y el derecho de La Haya, Revista Internacional
de la Cruz Roja n? 844, 2001.
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1. Convenios de Ginebra

El conjunto de convenios de Ginebra ha sido elaborado a lo largo de
cuatro conferencias o convenciones diplomdticas. La primera de ellas es
la ya aludida de 1864 que dio lugar al convenio sobre militares heridos
en campafa, revisado en la segunda conferencia en 1906. La tercera
se celebra en 1929; revisa el anterior convenio y alumbra el relativo al
trato de los prisioneros de guerra. La cuarta convencién de Ginebra se
celebra en 1949 y tras la experiencia de la Il Guerra Mundial reelabora
por completo los anteriores tratados. Aprueba cuatro convenios que hoy
siguen vigentes y que han sido ratificados por todos los paises (3), a los
que posteriormente se afaden dos protocolos adicionales en 1977 y uno
tercero en 2005 (4).

Los convenios y los protocolos son aplicables en cualquier circuns-
tancia tan pronto como hay un conflicto armado. En todo caso se deben
salvaguardar los principios de humanidad estando prohibidos, en cualquier
tiempo y lugar el homicidio, la tortura, los castigos corporales, las muti-
laciones, los atentados contra la dignidad personal, la toma de rehenes,
las deportaciones o traslados de poblaciones, los castigos colectivos o las
ejecuciones efectuadas sin juicio previo. Asimismo se prohiben las repre-
salias contra las personas y los bienes que protegen, es decir: los heridos,
los enfermos y los ndufragos, el personal sanitario y los servicios sanitarios,
el personal y los servicios de proteccion civil, los prisioneros de guerra, las
personas civiles, los bienes civiles y culturales, el medio ambiente natural
y las obras e instalaciones que contienen fuerzas peligrosas. Se prohiben
también los ataques indiscriminados a la poblacién civil, hacerle padecer
hambre, destruir los bienes indispensables para su supervivencia y causar
dafos extensos, duraderos y graves al medio ambiente natural.

Los protocolos han afiadido normas relativas al comportamiento de los
combatientes durante las hostilidades. Se limita el derecho de las partes

(3) Son los siguientes: | Convenio de Ginebra para aliviar la suerte que corren los heridos
y los enfermos de las fuerzas armadas en campafa; Il Convenio de Ginebra para aliviar la suerte
que corren los heridos, los enfermos y los ndufragos de las fuerzas armadas en el mar; Ill Convenio
de Ginebra relativo al trato debido a los prisioneros de guerra; y IV Convenio de Ginebra relativo
a la proteccién debida a las personas civiles en tiempo de guerra.

(4) Son el Protocolo | relativo a la proteccién de las victimas de los conflictos armados interna-
cionales, el Protocolo Il relativo a la proteccion de las victimas de los conflictos armados sin carécter
internacional y el Protocolo Ill relativo a la aprobacién de un signo distintivo adicional.
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en conflicto a elegir medios de hacer la guerra prohibiendo el empleo de
armas, proyectiles, materias y métodos de hacer la guerra para causar
males superfluos o sufrimientos innecesarios.

2. Tratados de La Haya

Los primeros convenios de La Haya se elaboran en una primera Con-
ferencia Internacional de la Paz de 1899 (tiene como antecedente la
Conferencia de Bruselas de 1874 que elaboré un proyecto de acuerdo
internacional sobre las leyes y usos de guerra que nunca entré en vigor)
y se revisan en una segunda celebrada en 1907. En 1899 se concluyen
cuatro tratados (5), y en la conferencia de 1907 se somete a total revisién
lo convenido y se elaboran hasta trece convenios, aunque el nimero Xl no
llegé a ser ratificado (6). A destacar aqui el «Reglamento relativo a las leyes
y costumbres de la guerra terrestre» que prohibia atacar o bombardear
ciudades, aldeas, habitaciones o edificios que no estuvieran defendidos
y el saqueo de las ciudades conquistadas, y establecia la obligacion de
tomar todas las medidas necesarias para proteger los edificios destinados
al culto, a las artes, a las ciencias, a la beneficencia, los monumentos
histéricos, los hospitales y los lugares en donde estuvieran asilados los
enfermos y heridos. En 1923 se elaboraron en La Haya unas «Reglas de

(5) Son los siguientes: Convenio | sobre arreglo pacifico de los conflictos internacionales;
Convenio Il sobre las leyes y costumbres de la guerra ferrestre; Convenio Ill sobre adaptacién a la
Guerra maritima de los principios del Convenio de Ginebra de 1864; Convenio IV prohibiendo el
lanzamiento de proyectiles y explosivos desde globos aerostéticos.

(6) Son los siguientes:

— Convenio | sobre arreglo pacifico de los conflictos internacionales.

— Convenio Il sobre limitacién del empleo de la fuerza para recobrar deudas.

— Convenio lll sobre la ruptura de hostilidades.

— Convenio IV sobre las leyes y costumbres de la guerra ferrestre.

— Convenio V sobre derechos y deberes de las potencias y personas neutrales en caso de

Guerra ferrestre.

— Convenio VI sobre el estatus de los barcos mercantes enemigos en la ruptura de

hostilidades.

— Convenio VIl sobre la conversién de barcos mercantes en buques de guerra.

— Convenio VIIl sobre la colocacién de minas submarinas autométicas de contacto.

— Convenio IX sobre bombardeo de fuerzas navales en tiempo de guerra.

— Convenio X sobre adaptacién a la Guerra maritima de los principios del Convenio de

Ginebra de 1864.

— Convenio Xl sobre restricciones al ejercicio del derecho de captura en la guerra naval.

— Convenio Xl sobre creacién de una Corte Internacional.

— Convenio XlIl sobre derechos y deberes de las potencias neutrales en la guerra naval.
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la guerra aérea» que entre otras medidas prohibian el bombardeo aéreo
para aterrorizar a la poblacién civil o para destruir o dafiar la propiedad
privada de indole no militar o para herir a los combatientes, pero no
fueron finalmente aprobadas.

Todos estos tratados han sido posteriormente seguidos por otros que
tratan de poner limites al uso de las armas, auspiciados a partir de 1945
muchos de ellos por las Naciones Unidas. En particular la prohibicién del
uso en la guerra de gases asfixiantes, téxicos o similares y de medios bac-
teriolégicos a partir de 1925, del empleo de minas, armas trampa y ofros
artefactos en 1980, el empleo de armas incendiarias también de 1980,
el de minas antipersonas de 1996, el de bombas de racimo de 2008,
efc. La experiencia de la Il Guerra Mundial amplia el dmbito del Derecho
Humanitario a materias como el genocidio, objeto de una convencién para
su prevencién y sancién de 1948.

Como extensién de algunas medidas contenidas en los convenios
de La Haya se firmé en 1935 en Washington un «Convenio sobre la
proteccién de las instituciones artisticas y cientificas y de los monumentos
histéricos». Tras la Il Guerra Mundial la recién creada UNESCO impulsé
una conferencia intergubernamental que se reunié en 1954 en La Haya y
adopté la vigente «Convencién para la Proteccién de los Bienes Culturales
en caso de Conflicto Armado», que tiene dos protocolos adicionales de
1954 y 1999.

En buena medida el derecho de La Haya y el derecho de Ginebra se
unieron a través de la aprobacién en 1977 de los dos Protocolos Adiciona-
les a los Convenios de Ginebra de 1949 ya comentados que actualizaron
y desarrollaron no sélo las normas relativas a la proteccién de las victimas
de la guerra sino también incorporaron las que rigen la conduccién de las
hostilidades, normas que no habian sido modificadas desde 1907.

3. La proteccion civil en los Convenios de Ginebra

El enlace mas directo entre el Derecho Humanitario Internacional y la
proteccién civil se produce a través de las disposiciones contenidas en los
articulos 61 a 67 del Protocolo adicional | de 1977 relativos especifica-
mente a los servicios de proteccion civil.

A partir de la Il Guerra Mundial las técnicas y servicios desarrollados
para proteger a la poblacién civil frente a los dafios producidos por las nuevas
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armas, y en particular por la aéreas, se van fransfiriendo a las medidas que
deben adoptarse frente a ofros riesgos y catéstrofes de caracter no bélico. Las
sociedades occidentales desarrolladas, fuertemente industrializadas y urbani-
zadas, deben hacer frente a otras amenazas que resultan mds apremiantes
que las cada vez més lejanas de la guerra y ademés, en la aspiracién a una
sociedad del bienestar, establecen unos esténdares de exigencia en cuanto
a la seguridad cada vez mds altos. Los poderes piblicos deben hacer un
esfuerzo cada vez mayor para enfrentarse tanto a los riesgos naturales (inun-
daciones, huracanes, sismos, etc.) como a los crecientes riesgos tecnologicos
(accidentes industriales, nucleares, ferroviarios, maritimos, aéreos, viales, etc.).
La propia Cruz Roja, nacida con el Derecho Humanitario Internacional para
atender a los heridos en el campo de batalla, dedica cada vez una parte
més importante de sus esfuerzos y recursos a la atencién de catdstrofes y
siniestros de origen no bélico y a ofras necesidades sociales, y en tal sentido
reformula en 1965 sus principios fundamentales.

Los paises desarrollados han ido configurando su sistema de protec-
cién civil integrado por el conjunto de normas, procedimientos, érganos y
recursos humanos y materiales dispuestos para la proteccién frente a dafos
catastréficos de cualquier origen. FERNANDO PABLO (7) sefiala las siguientes
caracteristicas de este sistema, que lo contraponen a las medidas aisladas
que se adoptaban en el pasado ante las calamidades publicas:

— Generalidad y especializacién. El sistema se establece para luchar
contra cualquier tipo de sucesos pero se compone de servicios especiali-
zados en distintas misiones (rescate de personas, tratamiento de bienes,
lucha contra el agente causante, efc.).

— Integra mecanismos de alta formalizacién y previsién, preorde-
nando normativamente el comportamiento de los poderes piblicos y las
medidas a fomar en cada caso a través de planes.

— Se trata de un servicio publico con carécter de continuidad y
permanencia. Al margen de sus actuaciones singulares en los casos de
emergencia, mantiene una actividad ininterrumpida de evaluacién de ries-
gos, intercambio de informacién, elaboracién de planes, realizacion de
simulacros, efc.

(7) Marcos Matias FERNANDO PABLO, El sistema de proteccién civil: el marco juridico y el papel
de las Comunidades Auténomas, Revista Vasca de Administracién Piblica/Herri-Arduralaritzako Euskal

Aldizkaria, n® 23, 1989, pp. 48-49.
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— Prima la coordinacién de recursos, es decir, la ordenacién de
recursos dependientes de diversos servicios administrativos y dedicados
habitualmente a diferentes funciones de modo que en los casos de emer-
gencia actien dirigidos por un objetivo y procedimiento comunes.

— El sistema se completa con una llamada a la participacién voluntaria
de los ciudadanos y la imposicién de determinadas prestaciones obligato-
rias por parte de éstos en caso de que sean necesarias.

Los Convenios de Ginebra se habian preocupado de garantizar en
la medida de lo posible el respeto por parte de los ejércitos y potencias
ocupantes de los servicios sanitarios que actian en situacién de guerra (a
los cuales se identifica con el simbolo de la cruz roja o de la media luna
roja y, desde 2005, también con el «cristal rojo» creado por el Protocolo
adicional lll), tanto los que atienden a los combatientes (Convenio |) como
a la poblacién en general (Convenio IV). El Protocolo adicional | extiende
esa proteccién también a los servicios de proteccién civil que se han ido
creando y extendiendo en las décadas anteriores.

Se establece que los organismos de proteccién civil y su personal,
comprendido el perteneciente a unidades militares que no participan en
las hostilidades y el llamado por las autoridades con carécter voluntario o
forzoso, deben ser respetados y protegidos en su derecho a desempefar
sus tareas salvo en casos de imperiosa necesidad militar. Las potencias
ocupantes no pueden requisar sus edificios ni material para destinarlos a
fines distintos. La proteccién sélo cesa previa intimacién si esos servicios
son utilizados para cometer actos perjudiciales para el enemigo.

De forma similar a las normas de identificacion de los servicios
sanitarios se establece la identificacién obligatoria de los servicios de
proteccién civil, su personal, edificios y material, y especialmente los refu-
gios destinados a la poblacién. A tal fin se establece un signo distintivo
internacional que consiste en un triangulo equilatero azul sobre fondo
color naranja. Se dispone también que en tiempo de paz este signo se
utilice, con el consentimiento de las autoridades nacionales competentes,
para identificar a los servicios de proteccién civil, como de hecho se ha
venido haciendo a partir de 1977.
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lll. LA DEFENSA PASIVA (1935-1960)

La misma preocupacién latente en los tratados de Ginebra y La Haya
por los graves dafios y la gran cantidad de victimas que producen las gue-
rras de la época industrial y las armas modernas, sobre todo la aviacién, se
extiende a la legislacién interna de los diversos paises. La importancia que
empiezan a tener las armas aéreas a partir de la | Guerra Mundial hace
necesario establecer mecanismos de defensa antiaérea para proteger a la
poblacién civil y a los bienes materiales. Nace asi el concepto de defensa
pasiva o defensa civil que tiene como finalidad preparar a la poblacién
en las técnicas necesarias de proteccién antiaérea, crear un sistema de
alerta que previniera con la antelacién suficiente los ataques enemigos,
garantizar la seguridad de la poblacién durante los bombardeos, proteger
edificios y ofros bienes y paliar los efectos de los ataques.

En Espafia la primera norma en la materia es el Decreto de 8 de
agosto de 1935 de creacién del «Comité Nacional para Defensa Pasiva
de la poblacién civil contra los peligros de los ataques aéreos». Bajo
la presidencia del Presidente del Consejo de Ministros lo integraban los
ministros de Gobernacién, Guerra, Marina, Obras Piblicas e Instruccién
Piblica. Su funcién era impulsar «las medidas de todo orden que requiera la
defensa pasiva de las poblaciones, la coordinacién de los trabajos llevados
a cabo por cada Ministerio y el estudio de los medios més eficaces para
desarrollar una activa propaganda que permita, en poco tiempo, llevar
al énimo de los esparioles la necesidad de la urgencia de estas medidas
y que facilite la accién de las Autoridades encargadas de la preparacién
de esta defensa». En todas las provincias debian organizarse comisiones
provinciales y locales con el mismo fin, las primeras presididas por los
Gobernadores civiles y las segundas, que debian existir en localidades de
més de 8.000 habitantes, por los Alcaldes. El Ministerio de la Guerra era
el encargado de dictar las normas oportunas para el funcionamiento de
estos comités, de adoptar medidas relativas a la guerra quimica, aspecto
que preocupaba especialmente a los redactores del Decreto (8), y de nom-
brar un delegado que debia ser general del Ejército. Por Decreto de 9
de diciembre siguiente se modificaba el anterior en el sentido de que en

(8) Como sefialan José Maria MANRIQUE GARCIA y Lucas MOLINA FRANCO en Antes que Sadam...
Las armas de destruccién masiva y la Proteccién Civil en Espaiia 1924-2000, Quirén Ediciones,
Valladolid, 2003, el ejército espafiol ya habia utilizado armas quimicas durante los afios veinte en
la guerra de Africa e incluso en 1934 en Asturias en la represién de la revolucién de octubre.
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los comités locales de determinadas localidades debian figurar también
delegados de la Armada.

Estas primeras medidas apenas se habian puesto en marcha cuando
se inicié la guerra civil. En ambos bandos se tuvieron que tomar medidas
urgentes para proteger a la poblacién de los ataques aéreos. Entre las
primeras estuvieron la creacién en septiembre de 1936 de un Servicio de
Defensa Pasiva Antiaérea por el Gobierno de la Generalidad de Catalufia,
y en marzo de 1937 de una Junta Superior de Defensa Pasiva y Antigés
por la Junta de Defensa de Madrid. El Gobierno de la Repiblica dicta en
Valencia un Decreto de 28 de junio de 1937 declarando obligatoria la
organizacién de la defensa pasiva en todo el territorio leal y atribuyendo a
la Direccién de la Defensa Especial contra Aeronaves (DECA) del Arma de
Aviacién la organizacién de comités provinciales y locales que constituyan
los correspondientes equipos de especialistas con personal provincial y
municipal no movilizado; en Catalufia se constituyé por el Gobierno de la
Generalidad una Unica junta. También se dispuso la creacién de comités
en los establecimientos industriales que por su importancia lo requirieran.
Por Decreto de 28 de octubre de 1937 se dictaban normas especiales
para Madrid, entre ellas que los gastos que en ofras localidades corres-
pondian a los municipios serian por cuenta del Estado. El funcionamiento
de estos organismos, por las propias circunstancias de la guerra, debié
ser bastante precario (9).

Por Decreto de 9 de diciembre de 1938 aprobado en Barcelona se
crea la Jefatura Nacional de Defensa Pasiva con cardcter de érgano de
coordinacién interministerial. Bajo la presidencia del Jefe de la DECA la
integraban representantes de los ministerios de Hacienda, Obras Piblicas,
Gobernacién e Instruccion Pablica, de las subsecretarias de Armamento,
Aviacién, Marina y Economia y de las regiones auténomas (aunque la
nica que existia era Cataluia). De esta Junta debian depender diversos

(9) Francisco CoBo ROMERO, La Junta Provincial de Defensa Pasiva contra aeronaves de Jaén
(1937-1939), en la obra colectiva Los nuevos historiadores ante la Guerra Civil espafiola, Volu-
men 1, coordinada por Miguel Carlos Gémez Oliver y Octavio Ruiz-Manjén Cabeza, Diputacién
Provincial de Granada, 1990, relata que la actividad principal de esta junta provincial y de las
comisiones locales fue la construccion de refugios antiaéreos y la creacién de puestos de socorro
para proporcionar asistencia sanitaria y describe las graves dificultades sufridas para recaudar los
recursos tributarios establecidos para ese fin asi como para conseguir materiales y mano de obra.
Una referencia histérica més amplia en Antonio Vera DE LETO y Jorge VERA DE LETO Aparicl, Defensa
antiaérea republicana (1936-1939), Requena, 2000.
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servicios técnicos y comités de demarcacién y comités locales que se regu-
laban con gran detalle. La vida de este organismo fue breve y su eficacia
nula dado que tres meses después finalizaba la guerra con la derrota del
Gobierno republicano.

Por parte del bando alzado contra la Repiblica también se emprendié
la organizacién de la defensa pasiva por las autoridades militares y en
su caso aplicando las disposiciones del Decreto de 8 de agosto de 1935
constituyendo las comisiones provinciales y locales correspondientes (10).
La Secretaria de Guerra de la Junta Técnica del Estado con sede en Burgos
dicta el 11 de febrero de 1937 una orden disponiendo que la Jefatura
del Aire se haga cargo del Servicio de Antiaerondutica, dentro del cual se
comprende la defensa pasiva, mientras se procede a su reorganizacién.
El dia 19 de febrero por el «Generalisimo de los Ejércitos Nacionales» se
aprueba el Reglamento del Servicio de Antiaerondutica dependiente del
Estado Mayor del Aire e integrado por la «defensa activa» y la defensa
pasiva, aunque respecto de esta apenas se contiene ninguna norma. El 25
de abril de 1938 el Ministerio del Interior dicta una orden disponiendo
que, aunque la direccién de la defensa pasiva corresponda a la Jefatura
del Aire, son los municipios los que deben correr con los gastos necesarios.
Se aprueba el 26 de octubre de 1938 otro Reglamento Provisional de
Antiaerondautica que pone la defensa pasiva bajo el mando de la Subse-
cretaria del Aire y prevé la creacion de una junta integrada por delegados
de los ministerios de Orden Piblico, Interior, Industria y Educacién y de
las subsecretarias del Ejército y la Marina; esta junta de cardcter provi-
sional debe proponer las normas de creacién de una Junta Nacional de
Defensa Pasiva. El 29 de noviembre siguiente la Subsecretaria del Aire
ordena la constituciéon de Juntas Provinciales y Locales de Defensa Pasiva
Civil contra Aeronaves, presididas respectivamente por los Gobernadores
civiles y Alcaldes.

Finalizada la contienda se dicta el Decreto de 23 de enero de 1941
de creacién de la Jefatura Nacional de Defensa Pasiva y del Territorio,
con una organizacién que sigue influida por el precedente de 1935. A
su frente estaria un general del Ejército dependiendo de la Presidencia
del Consejo de Ministros y bajo sus érdenes mandos de los tres ejércitos

(10) Un detallado relato sobre la organizacién de la defensa pasiva en Mallorca se contiene
en Josep MAsSSOT | MUNTANER, Els bombardeigs de Mallorca durant la guerra civil, Abadia de Mont-
serrat, Barcelona, 1998.

316



DE LA PROTECCION CIVIL A LA GESTION DE EMERGENCIAS. LA EVOLUCION DEL MARCO NORMATIVO

y representantes de varios ministerios: Gobernacién, Hacienda, Obras
Publicas, Industria y Educacién, asi como del colegio oficial de arquitectos,
de la Cruz Roja y de la secretaria general del partido dnico FET de las
JONS. Bajo la dependencia de la Jefatura Nacional existirian jefaturas
provinciales presididas por los Gobernadores civiles y con representacién
de los diversos ejércitos, departamentos ministeriales y entes locales, y
también jefaturas locales en todas las poblaciones que no fueran capitales
de provincia. Entre ofras misiones a la Jefatura Nacional se le encomen-
daba redactar un Plan General de Defensa Pasiva y el correspondiente
reglamento de organizacién del servicio que seria sometido a aprobacién
de la Presidencia del Consejo de Ministros, aunque no hay constancia de
que se produjera tal aprobacién.

La Junta Nacional de Defensa Pasiva, dependiente de la Presidencia
del Gobierno aunque fuertemente militarizada ya que sus mandos proceden
siempre de las Fuerzas Armadas, se mantiene hasta 1960 en que serd
sustituida por la Direccién General de Proteccion Civil.

IV. LA PROTECCION CIVIL (1960-1996)
1. La organizacion de la proteccion civil

Como sucede en ofros paises, frente a la idea de la defensa pasiva o
defensa civil que preocupa en los afios treinta y cuarenta en la década de
los cincuenta es el concepto de proteccién civil el que avanza también en
Espaiia. El riesgo de los ataques aéreos va siendo desplazado por otros
riesgos mucho més presentes en una sociedad que ha iniciado un proceso
acelerado de industrializacién y urbanizacién.

Lla Ley 45/1959, de 30 de julio, de Orden Piblico, se hace eco de
esta preocupacién y acoge en su articulo 17, entre las facultades de las
autoridades gubernativas (los Gobernadores civiles y los Alcaldes como
delegados suyos), «en los casos en que se produjera alguna calamidad,
catdstrofe o desgracia publica», la adopcién de «las medidas conducentes
a la proteccién, asistencia y seguridad de las personas, bienes y lugares
afectables». Asimismo se disponia que las autoridades podrian requerir
la ayuda y colaboracién de otras personas y disponer de lo necesario en
auxilio de las victimas. Se ampliaba de este modo el dmbito de la legislo-
cién de orden publico que en las anteriores leyes de 23 de Abril de 1870
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y 28 de julio de 1933 se limitaban estrictamente a la proteccién del orden
politico adoptando medidas de limitacién de derechos y de represion de
conductas por via sancionadora administrativa o penal (11).

Mediante Decreto 827/1960, de 4 de mayo, se crea en la Presidencia
del Gobierno la Direccién General de Proteccién Civil que sustituye a la
anterior Junta Nacional de Defensa Pasiva. En su exposicién de motivos
se aludia a la necesidad de emprender una nueva etapa de actuacién
tanto frente a dafios producidos por la guerra como por otras calamidades
pUblicas y de adecuar la denominacién a la utilizada en otros paises. Al
igual que la institucién a la que sustituia el titular de la Direccién General
debia ser un general del Ejército con el apoyo de representantes de los
ministerios de Ejército, Marina, Aire, Gobernacién, Educacién, Trabajo,
Industria, Informacién y Turismo y Vivienda (en 1963 se afiade el de Obras
Piblicas) y de organismos como la Secretaria General del Movimiento,
la Junta de Energia Nuclear, la Cruz Roja y la Compaiia Telefénica. El
Subdirector General seria propuesto por el Ministro del Aire y el resto del
personal seria civil o militar. Como en todas las organizaciones preceden-
tes se preveian juntas provinciales de proteccién civil presididas por el
Gobernador civil y juntas locales presididas por los Alcaldes.

Entre las funciones de la Direccién General se encontraban la elabo-
racién de un Plan General de Proteccién Civil que debia someterse a las
directrices del Alto Estado Mayor en cuanto afectara a la defensa nacional;
adoptar medidas de prevencion, seguridad o proteccién y socorro, redac-
tar cuantas disposiciones fueran necesarias para elevarlas a los érganos
competentes y organizar «las jefaturas en sus distintos escalones». Pese
a la presencia de abundantes mandos militares la estructura creada tenia
cardcter civil; mediante Orden de 14 de agosto de 1961 de la Presidencia
del Gobierno se dispuso que su personal se rigiera a efectos disciplinarios
por el Reglamento de 7 de septiembre de 1918 de cuerpos generales de
la Administracién civil del Estado. Posteriormente por Orden de 6 de julio
de 1966 se declararia de aplicacién la Ley de Funcionarios Civiles del
Estado de 1964.

(11) A consecuencia de la ley de 1959 el propio concepto de orden piblico sufrié una des-
naturalizacién o trivializacién que hizo sus limites extraordinariamente amplios y difusos, como puso
de relieve la doctrina de la época y especialmente Lorenzo MARTIN RETORTILLO. Véase lo recogido al
respecto en Miguel José Izu BELLOSO, Los conceptos de orden piblico y seguridad civdadana tras la
Constitucién de 1978, «Revista espafiola de Derecho Administrativo» n® 58, abriljunio 1988.
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Otra Orden de 5 de mayo de 1962 (modificada por la de 6 de julio
de 19646) dictaba normas de organizacién y funcionamiento y desarrollaba
la estructura de la Direccién General en una Subdireccién, una Secretaria
General, cinco Secciones, una Jefatura de Servicios Sanitarios y un Centro
de Estudios. De las funciones de las cuatro primeras secciones (la quinta
se dedicaba a contabilidad) se desprende el &mbito de actuacién que se
pretendia abarcar, mucho més amplio que el anterior érgano de defensa
pasiva (12).

Se desarrollaba la organizacién de las ahora denominadas jefaturas
provinciales y locales, o comisiones locales en las poblaciones menores,
con una composicién colegiada inspirada en la de la Direccién General
aunque sin cardcter permanente (se reunirian ordinariamente una vez al
afio), ya que en tiempo de paz y en ausencia de calamidades graves se
sustituian por una Comisién Provincial de Proteccién Civil para Calamida-
des Piblicas de composicién mdés reducida. A ellas se afadia una Junta
Superior de Proteccion Civil de cardcter consultivo de la que formaban
parte el Subdirector, los Jefes de las Secciones y del Centro de Estudios, el
Secretario General y asesores de los ministerios y organismos representados
en la Direccién General.

Como habia sucedido con los anteriores organismos, el ejercicio de
estas funciones no suponia la creacién de unos servicios operativos o
de infervenciéon especificos, sino sobre todo la adopcién de medidas de
planificacién y coordinacién dirigidas a los diversos organismos civiles
y militares que estuvieran relacionados con los riesgos a combatir. La
Orden lo explicaba asi: «la extensién y naturaleza de las misiones de la
Proteccién Civil hacen imposible que sus fines puedan alcanzarse exclusi-
vamente con medios propios y sin otro cometido normal. Por ello su accién
se basa fundamentalmente en la orientacién, utilizacién y coordinacién

(12) Eran las siguientes:

— Primera Seccién: estudio y direccién de los servicios de evacuacién, dispersién y albergue,
alarma, oscurecimiento y accién social.

— Segunda Seccién: estudio de los servicios de defensa quimica, defensa atémica, defensa
biolégica, proteccién de la agricultura, montes y ganaderia y sanidad.

— Tercera Seccién: estudio y direccién de los servicios de transmisiones, refugios, protec-
cién del patrimonio artistico y cultural, proteccion de establecimientos industriales, comerciales y
administrativos, incendios, salvamento y rehabilitacion de los servicios publicos de agua, gas y
electricidad.

— Cuarta Seccién: estudio y direccion de los servicios de personal, reclutamiento y movili-
zacién de efectivos.
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de cuantos elementos y organizaciones queden a su disposicién, en una
u ofra forma, por su afinidad con el propésito perseguido, constituyendo
el mayor volumen de sus medios de accién». Estos medios provendrian
tanto de la Administracién estatal, provincial y municipal como de ofras
entidades privadas que los aportaran con cardcter voluntario o forzoso.
La citada Orden regulaba también con detalle el trabajo a realizar para
elaborar directrices de actuacién en casos de calamidad piblica y planes
de accién en caso de guerra.

Esta organizacién resultaria afectada por el Decreto 2764/1967,
de 27 de noviembre, sobre reorganizacién de la Administracién Civil del
Estado para reducir el gasto piblico. Se suprime la Direccién General de
Proteccién Civil y sus funciones se atribuyen a una Subdirecciéon General
integrada en la Direccién General de la Guardia Civil. Mediante Decreto
398/1968, de 29 de febrero, se regula su estructura y competencia. Lo
més relevante de esta disposicién es que no contiene solamente normas
orgdnicas (similares a las anteriores), como habia sucedido hasta ese
momento, sino que se abre con un primer titulo que contiene unas «bases
doctrinales» con las que se define las funciones que deberé atender la pro-
teccién civil, que por un lado supone avanzar hacia un concepto moderno
de esta actividad pero que por ofro todavia se halla muy lastrada por su
encaje en la Administracién militar (13). Este Decreto seria modificado

(13) Su contenido era el siguiente.

Articulo primero.— Constituye la «Proteccién Civil» el conjunto de acciones encaminadas a
evitar, reducir o corregir los dafios causados a personas y bienes por los ataques realizados con toda
clase de medios de agresion en la guerra y, también, por los elementos naturales o extraordinarios
en tiempo de paz cuando la amplitud y gravedad de sus efectos les hacen alcanzar el cardacter de
calamidad publica. Tanto en paz como en guerra habré misiones que cumplir para la «Proteccién
Civil»; su actuacién es, pues, continua y permanente. Misiones que comprenderén lo mismo el estudio
y la prevencion de los peligros y perjuicios posibles como la lucha contra éstos, con el apoyo y
colaboracién de la Guardia Civil, ya que por imperativo de sus Reglamentos es misién permanente
de las fuerzas de este Cuerpo.

Articulo segundo.— La «Proteccién Civil», como su nombre indica, es un servicio civil nacional
cuyas acciones a favor de la poblacién y bienes de todo orden completan el cuadro de esfuerzos,
en beneficio y salvaguarda de la nacién que llevan a cabo las Fuerzas Armadas.

Es por ello un elemento de la defensa nacional y cémo tal deberd actuar coordinadamente
con los tres Ejércitos y las fuerzas de Orden Piblico.

Articulo tercero.— La «Proteccién Civil» no comprende misiones de combate, ni aunque sean
pasivas o de defensa. No ejecuta acciones violentas en contra de personas o cosas. Su lucha, en paz
como en guerra, es sélo contra los elementos desbordados y los efectos dafiosos para la poblacién
civil y la riqueza nacional de los grandes agresivos guerreros.

Articulo cuarto.— La magnitud de los peligros y dafios producidos hoy dia por los siniestros y
su gran frecuencia imponen, para evitarlos o aminorarlos, la suma de todos los medios y recursos
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parcialmente por el Decreto 9212/1969, de 8 de mayo, para adecuarse
a ofros cambios en la estructura de la Administracién y para acoger entre
los organismos representados en la Subdireccion General a algunos nuevos
como la Federacién Espanola de Salvamento y Socorrismo y la Unién de
Radiodficionados.

2. La proteccién civil en la Constitucién

La Constitucién espaiiola de 1978 no menciona expresamente a la
proteccién civil en ninguno de sus preceptos (14). La Gnica norma que
alude implicitamente a esta materia es el articulo 30 en su apartado 4:
«mediante Ley podrén regularse los deberes de los ciudadanos en los
casos de grave riesgo, catdstrofe o calamidad pdblica». La tradicién que
venia ligando la proteccién civil con la defensa nacional hace que esta
disposicion acomparie a las que establecen las obligaciones militares de los
espanoles, aunque el apartado 3 también disponia que «podrd establecerse
un servicio civil para el cumplimiento de fines de interés general». Como
precedente directo de esta disposicion hemos de referirnos a la Constitu-
cién republicana de 1931 cuyo articulo 37 preveia que «el Estado podrd
exigir de todo ciudadano su prestacién personal para servicios civiles o
militares, con arreglo a las leyes», y que en su articulo 114 preveia que

posibles y la colaboracién de cuantos se ven afectados por aquellos males o tienen entre sus misiones
la de proteger a personas y bienes.

Estan obligados a ejercer la «Proteccién Civil»: El Estado, de un modo general, por su propia
condicién y naturaleza; las Autoridades y Corporaciones Provinciales y Municipales en el ambito de
sus competencias respectivas, no sélo por las consideraciones que se acaban de hacer, sino porque
ya les habia sido impuesta tal obligacién por sus disposiciones constitutivas: Reglamento Provincial de
Gobiernos Civiles (articulo siete, ntmero uno, y diecisiete, nimeros uno y cuatro) para las primeras,
y Ley de Régimen Local (articulo ciento uno, apartado h), para los segundos.

La funcién protectora de la poblacién y bienes ha alcanzado cardcter nacional, segin se define
en el articulo segundo, sin perder su condicién tipicamente provincial y municipal.

Articulo quinto.— Al Estado corresponde, en materia de «Proteccion Civil», a través del Centro
directivo que en este Decrefo se regula, la direccion del conjunto, coordinacién de actuaciones,
formulacién de doctrinas y reglamentaciones de todo orden. Para ello habré de crear el instrumento
adecuado, con organizacién y personal técnico conveniente, que atienda tanto a las necesidades
del Estado en el cumplimiento de sus misiones ya citadas como a la de las Autoridades Provinciales
y Municipales encargadas de la ejecucién de los cometidos de «Proteccién Civil» dentro del territorio
atribuido a su competencia.

(14) Como recuerda Javier BARCELONA LLOP, La proteccién civil municipal, lustel, Madrid, 2007,
p. 57 y siguientes, en el debate parlamentario del proyecto constitucional llegé a figurar la prevision
de una ley de proteccién civil que desapareci6 en el texto definitivo.
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los créditos presupuestarios no podian ser alterados ni rebasados por el
Gobierno salvo, entre otros casos, para «calamidades piblicas».

Aparte de esa reserva a la ley para establecer las obligaciones de los
ciudadanos no hay en la Constitucién de 1978 ninguna otra referencia a
la proteccién civil, y en particular hay un total olvido por el constituyente
en los articulos 148 y 149 que distribuyen las competencias del Estado
y de las Comunidades Auténomas. Olvido que serd fuente posterior de
problemas, como veremos.

En su articulo 116 la Constitucién prevé que una ley orgdnica regu-
laré los estados de alarma, de excepcién y de sitio. Aunque se establecen
algunas disposiciones para cada uno de estos estados no hay ninguna
indicacion sobre a qué casos deben aplicarse. La tradicién normativa ante-
rior (leyes de orden publico de 1870 y 1933) se referia exclusivamente a
supuestos de alteraciones graves del orden publico o de rebelién contra
las instituciones del Estado, lo cual determinaba la atribucién de potestades
excepcionales a las autoridades gubernativas y la limitacién o suspension
de determinados derechos constitucionales. La Ley Orgénica 4/1981, de
1 de junio, de los estados de alarma, excepcién y sitio, establece en su
articulo 4 que el Gobierno puede declarar el estado de alarma, en todo o
parte del territorio nacional, «cuando se produzca alguna de las siguientes
alteraciones graves de la normalidad: a) Catéstrofes, calamidades o des-
gracias publicas, tales como terremotos, inundaciones, incendios urbanos
y forestales o accidentes de gran magnitud. b) Crisis sanitarias, tales como
epidemias y sitvaciones de contaminacién graves. c| Paralizacién de ser-
vicios publicos esenciales para la comunidad, cuando no se garantice lo
dispuesto en los articulos 28.2 y 37.2 de la Constitucién y concurra alguna
de las demds circunstancias o situaciones contenidas en este articulo. d)
Situaciones de desabastecimiento de productos de primera necesidad».
Es decir, se ha reconducido la instituciéon del estado de alarma desde el
&mbito del orden piblico o la seguridad del Estado al ambito propio de
la proteccién civil.

A diferencia de los estados de excepcién y sitio en el estado de alarma
no hay suspensién de derechos fundamentales, aunque de las medidas que
se adopten si pueden derivar algunos limites extraordinarios a su ejercicio.
Las consecuencias de la declaracién del estado de alarma son dos:

a) Un desplazamiento competencial (articulo 9): todas las autoridades
administrativas civiles del territorio afectado y su personal quedan bajo
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las érdenes directas de la autoridad competente en cuanto sea necesario
para la proteccién de personas, bienes y lugares, pudiendo imponerles
servicios extraordinarios por su duracién o por su naturaleza.

b) La habilitacién para que mediante el decreto de declaracién del
estado de alarma se haga una atribucién de facultades excepcionales a
las autoridades competentes (articulo 11):

— Limitar la circulacién o permanencia de personas o vehiculos en
horas y lugares determinados, o condicionarlas al cumplimiento
de ciertos requisitos.

— Practicar requisas temporales de todo tipo de bienes e imponer
prestaciones personales obligatorias.

— Intervenir y ocupar transitoriamente industrias, fabricas, talleres,
explotaciones o locales de cualquier naturaleza, con excepcién
de domicilios privados, dando cuenta de ello a los ministerios
interesados.

— Limitar o racionar el uso de servicios o el consumo de articulos de
primera necesidad.

— Impartir las 6rdenes necesarias para asegurar el abastecimiento de
los mercados y el funcionamiento de los servicios y de los centros
de produccién afectados por el desabastecimiento.

La aplicacién de estas disposiciones casi treinta afios después sigue
estando inédita. Que nunca se haya declarado el estado de alarma hace
més que cuestionable la necesidad de su existencia (15). Es la posterior
normativa de proteccién civil a la que luego se haré referencia la que se
ha aplicado en la préctica para atender las situaciones de riesgo aludidas
en la Ley Orgénica.

3. La reorganizacion de la proteccion civil

Establecido el nuevo régimen constitucional, mediante Real Decreto
1547/1980, de 24 de julio, fue reestructurada la proteccién civil. Las
medidas que se adoptaron se pueden resumir como sigue.

(15) Como sefala BARCELONA LioP, La proteccién... citada, p. 104, «el estado de alarma
no es til o funcional frente a las situaciones de catdstrofe o calamidad, reconociéndose asi que
ante ellas lo procedente es activar los servicios de proteccién civil conforme a lo dispuesto en la
legislacién del ramo».
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a) La regulacién afecta exclusivamente a la Administracién civil del
Estado. Se recupera la Direccién General de Proteccién Civil integrada
en el Ministerio del Interior y sin la vinculacién anterior con las Fuerzas
Armadas. Entre sus funciones se hallan las de elaborar planes para la
proteccién de personas, instalaciones y bienes de interés general en situa-
ciones de emergencia y para la actuaciéon con motivo de siniestros, cala-
midades, catéstrofes y acontecimientos de andloga naturaleza; elaborar
e informar las disposiciones en materia de proteccién civil; impulsar la
formacién de personal; coordinar y dirigir las actuaciones que afectaran
a mds de una provincia, y en general ejercer las competencias del Estado
en la materia.

b) De la Direcciéon General dependia una dnica Subdireccién General,
aunque posteriormente por Real Decreto 1907/1982, de 23 de julio, seria
dividida en dos: una de Estudios y Organizacién y otra de Operaciones,
que por Real Decreto 2000/1984, de 17 de octubre, se convertirian
en ftres: de Planificaciéon y Operaciones, de Prevencién y Estudios y de
Recursos y Gestion.

c) Se crea como «érgano coordinador, consultivo y deliberante» la
Comisiéon Nacional de Protecciéon Civil. El Pleno de este organismo se
integraba por el Ministro del Interior como presidente, el Director de la
Seguridad del Estado o el Subsecretario del Interior como vicepresidente y
el Subdirector General de Proteccién Civil como secretario. Como vocales
los Subsecretarios de Presidencia, Defensa, Hacienda, Educacion, Obras
Publicas, Industria, Agricultura, Transportes, Sanidad, Cultura y Adminis-
tracion Territorial, y los Directores Generales de Politica Interior, Guardia
Civil, Policia, Tréfico y Proteccion Civil. Se preveia también una Comisién
Permanente mas reducida con miembros del nivel de Director General
presidida por el de Proteccién Civil.

La Comisién Nacional tenia como funciones la elaboracién del caté-
logo de recursos movilizables en casos de emergencia; el estudio y la
aprobacién de los planes de proteccién de personas, instalaciones y bienes
de interés general, los necesarios para garantizar el funcionamiento de
servicios esenciales, los de actuacién en caso de siniestro o catdstrofe; la
coordinacién de las ayudas y subvenciones; la coordinacion y el impulso
de los organismos relacionados con la proteccién civil; el control de todas
las actividades e informar las disposiciones generales relacionadas con
la materia.
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d) Los Gobernadores civiles asumian la direccién y coordinacién de la
proteccién civil en cada provincia, y la Comision Provincial de Gobierno
desempefaria en dicho dmbito las funciones equivalentes de la Comisién
Nacional de Proteccién Civil. Esto suponia la desaparicién de las anterio-
res juntas o jefaturas provinciales y la integraciéon de sus funciones en la
estructura ordinaria de los Gobiernos civiles. Por otro lado desaparecia
cualquier referencia a los Alcaldes y las juntas locales. El papel de las
entidades locales, de momento y a la espera de una reforma de la legis-
lacién de régimen local acorde al principio constitucional de autonomia
municipal, quedaba sin una regulacién especifica.

Tampoco se contenia en este Real Decreto ninguna referencia a las
Comunidades Auténomas que se estaban creando en ese momento ni a
las competencias que podrian asumir en la materia.

Mediante el Real Decreto 692/1981, de 27 de marzo, se regulaba
la coordinacién de medidas con motivo de situaciones de emergencia o
de naturaleza catastréfica. Se disponia que la adopcién de medidas de
cardcter inmediato y la concesion de ayudas correspondia al Ministerio
del Interior directamente o a través de los Gobernadores civiles de acuerdo
con las directrices e instrucciones de la Direccion General de Proteccién
Civil, en su caso con la colaboracién de las autoridades locales y la
intervencién de los servicios de los distintos departamentos ministeriales y
organismos dependientes de los mismos, y se financiarian con cargo a los
créditos consignados en los presupuestos generales del Estado. Se regu-
laba el procedimiento administrativo en el seno de la Administracion del
Estado para la concesién de ayudas y adopcién de otras medidas una vez
producidas las situaciones catastréficas, cuya resolucion final correspondia
al Consejo de Ministros.

En el desarrollo de esta nueva organizacién de la proteccién civil se
van dictando otfras disposiciones sobre aspectos accesorios. La Orden de
14 de septiembre de 1981 establece el distintivo de proteccién civil, que no
es sino la adaptaciéon del simbolo internacional (circulo naranja con un trian-
gulo azul inscrito, rodeado de la inscripcion «Proteccion Civil Espafola» y
rematado por la corona real); la Orden de 13 de abril de 1982 crea la
medalla al mérito de la proteccién civil, y la de 1 de diciembre de 1984
regula las tarjetas de identidad para el personal. Por su parte la Orden
de 27 de junio de 1983 aprueba el primero de los planes elaborados por
los nuevos érganos: el Plan Especial de Emergencia por Sequia.
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Aunque se suele senalar que la reorganizaciéon de la proteccién
civil emprendida a partir de 1980 suponia la culminacién de un proceso
de desplazamiento de la materia desde la Administracién militar a la
Administracién civil, no parece que los legisladores tuvieran la idea tan
clara. Por la misma época se aprueba la Ley Orgdnica 6/1980, de 1
de julio, que regula los criterios basicos de la Defensa Nacional y de la
Organizacién Militar. En su articulo 21 afirma que «la defensa civil es
la disposicién permanente de todos los recursos humanos y materiales
no propiamente militares al servicio de la defensa nacional, y también
en la lucha contra todo tipo de catdstrofes extraordinarias. Una Ley de
defensa civil regulard sus condiciones, organizacién y funcionamientos.
Seguidamente el articulo 22 disponia que «las Fuerzas Armadas, a reque-
rimiento de la Autoridad Civil podrén colaborar con ella en la forma que
establezca la ley para casos de grave riesgo, catdstrofe o calamidad u
otra necesidad piblica de naturaleza anéloga» y afadia que «en caso de
declaracién del estado de sitio, la Autoridad Militar que haya de hacerse
cargo del mando en el territorio a que afecte asumird automdticamente
las facultades que correspondan a la civil en los estados de alarma
y excepcién, de conformidad con lo establecido en la Ley Orgénica
prevista en el articulo ciento dieciséis uno, de la Constitucién». Si bien
este segundo precepto situaba correctamente la cuestién al atribuir a las
Fuerzas Armadas un papel de colaboracién con la Administracién civil,
a la que corresponde actuar en casos de grave riesgo o catéstrofe, el
articulo 21 contiene unas definiciones mas que confusas de las que podria
deducirse que la proteccién civil, aludida como defensa civil, forma parte
de la defensa nacional. Es esta una peligrosa idea susceptible de contri-
buir a los conflictos de competencias entre el Estado y las Comunidades
Auténomas, como se vera después. La vigente Ley Orgénica 5/2005, de
17 de noviembre, de la Defensa Nacional, que derogé la Ley Orgénica
6/1980, contiene una redaccién mucho mds correcta. En su articulo 15.3
afirma que «las Fuerzas Armadas, junto con las Instituciones del Estado y
las Administraciones piblicas, deben preservar la seguridad y bienestar
de los ciudadanos en los supuestos de grave riesgo, catéstrofe, calamidad
u otras necesidades publicas, conforme a lo establecido en la legislacién
vigente»; y en el articulo 16.e) les atribuye entre otras operaciones «la
colaboracién con las diferentes Administraciones pdblicas en los supues-
tos de grave riesgo, catéstrofe, calamidad v otras necesidades publicas,
conforme a lo establecido en la legislacién vigente».
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4. La proteccién civil en los Estatutos de Autonomia

Los Estatutos de Autonomia aprobados entre 1979 y 1983, en paralelo
a la nueva organizacién de la proteccién civil que se viene describiendo,
al igual que la Constitucién guardan silencio sobre la materia. La Onica
excepcidn es el Estatuto de las Islas Baleares en su articulo 12: «corres-
ponde a la Comunidad Auténoma de las Islas Baleares, en los términos que
establezcan las Leyes y las normas reglamentarias que en desarrollo de su
legislacién dicte el Estado, la funcién ejecutiva en las siguientes materias:
(...) 5. Proteccién Civil. Igualmente en 1995 se incluyé la ejecucion de
la legislacion del Estado en materia de proteccion civil en los Estatutos
de las Ciudades Autbnomas de Ceuta y Melilla.

Por ofro lado, en el proceso de transferencia de los recursos y servi-
cios del Estado afectos a las competencias que en virtud de los Estatutos
corresponden a las Comunidades Auténomas tampoco aparece la menor
referencia a la proteccién civil.

En las normas de la etapa preconstitucional que ya ha sido descrita
se afirmaba expresamente que la proteccién civil era una materia donde
debian intervenir y colaborar todas las Administraciones Pablicas, que en
aquél momento eran la estatal, la provincial y la municipal organizadas
mediante el criterio jerdrquico propio de la época. Sin embargo, tras la
Constitucion y los Estatutos de Autonomia quedaba en la mas absoluta
indeterminacién cudl seria el papel tanto de las Administraciones autoné-
micas recién creadas (cuyas competencias iban a ser amplias en campos
directamente relacionados con la proteccién civil como las policias autoné-
micas y locales, la sanidad, la educacién, el transporte y las comunicacio-
nes, las obras piblicas, la industria, etc.) como de las entidades locales.
Una indeterminacién cuya solucién iba a ser compleja dada la estructura
y principios del recién establecido Estado de las autonomias que hacia
descansar el reparto de competencias en el binomio Constitucion-Estatutos
de Autonomia, precisamente las normas que habian obviado cualquier
pronunciamiento al respecto.

Con tal panorama no sorprende que pronto surgiera el primer conflicto
competencial, resuelto por el Tribunal Constitucional mediante Sentencia
123/1984, de 18 de diciembre. El Gobierno del Pais Vasco habia apro-
bado el Decreto 34/1983, de 8 de marzo, de creacién de los Centros
de Coordinacién Operativa para casos de incidente o emergencia para
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la seguridad de las personas, sus bienes y derechos. El Gobierno central
planteé el correspondiente conflicto positivo de competencias alegando que
la proteccién civil es competencia exclusiva del Estado por estar inserta
tanto en la defensa nacional (articulo 149.1.4 de la Constitucién y Ley
Orgdnica 6/1980) como en la seguridad piblica (articulo 149.1.29). La
competencia autonémica en esta segunda materia se limita, afirmaba el
Gobierno en su recurso, al reconocimiento de la existencia de una policia
autonémica con funciones materiales de proteccién de personas y bienes
pero no se extiende a la direccién y coordinacién de los servicios de
seguridad.

El Tribunal Constitucional afirmé que «los Centros de Coordinacién
Operativa entran de lleno en la érbita de lo que modernamente se conoce
con el nombre de «proteccién civil»». Sobre las bases doctrinales del
Decreto de 1968 afirmaba que «estd constituida por el conjunto de accio-
nes dirigidas a evitar, reducir o corregir los dafios causados a personas y
bienes por toda clase de medios de agresién y por los elementos naturales
o extraordinarios en tiempos de paz, cuando la amplitud y gravedad de
sus efectos les hace alcanzar el carécter de calamidad piblica» y afadia
que «los servicios de «proteccién civil», inicialmente incardinados en la
organizacién de las Fuerzas Armadas y de las Fuerzas de Seguridad de
carécter militar, han ido poco a poco adquiriendo un carécter nitidamente
civil como competencia de los Departamentos o Ministerios de Interior».

Entendiendo que desde el primer momento en que se configuré la pro-
teccién civil se comprendié en ella la existencia de obligaciones y servicios
personales a cargo de los individuos y de las corporaciones ferritoriales
existentes dentro del Estado y la puesta en juego de todos los medios y
recursos posibles, el Tribunal Constitucional afirma que «debe reconocerse
a las Comunidades Auténomas competencia en materia de proteccién
civil, especialmente para la elaboracién de los correspondientes planes de
prevencién de riesgos y calamidades y para la direccién de sus propios
servicios en el caso de que las situaciones catastréficas o de emergencia
se produzcanx. Tras admitir que los Estatutos de Autonomia no recogen
competencias especificas en la materia, el Tribunal sienta que esta ha de
englobarse con cardcter prioritario en el concepto de seguridad pablica
del articulo 149.1.29 de la Constitucién, «considerdndolo grosso modo
como el conjunto de actividades dirigidas a la proteccién de las personas
y de los bienes y a la preservacién y el mantenimiento de la tranquilidad
y del orden ciudadano». Las Comunidades Auténomas tienen reconocidas
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competencias de seguridad pUblica (vigilancia y protecciéon de sus edifi-
cios e instalaciones, coordinacién y demés facultades relacionadas con
las policias locales, policias autonémicas), y en particular «en la materia
especifica de la proteccién civil se producen competencias concurrentes
cuya distribucién es necesario disefiar».

Esa competencia autonémica en materia de proteccién civil se halla
«subordinada a las superiores exigencias del interés nacional en los casos
en que éste pueda estar en juego. En realidad, la Comunidad Auténoma
del Pais Vasco no discute esta subordinacién, que se producird, en primer
lugar, siempre que entre en juego la ley 4/1981, de 1 de junio, y los
estados de alarma, de excepcién y de sitio por ella previstos, pero que
deberd producirse igualmente en aquellos casos en que, sin darse lugar
a la declaracién del estado de alarma, la calamidad o la catdstrofe sean
de cardcter supraterritorial y exijan, por consiguiente, la coordinacién de
elementos distintos de los que dispone la Comunidad Auténoma o en que
sea de tal envergadura que requiera una direccién de carécter nacionals.
Tras examinar las disposiciones del Decreto del Gobierno Vasco el Tribunal
Constitucional concluia que, interpretado conforme a los fundamentos de
Derecho de la sentencia, se mantenia dentro de las competencias propias
de la Comunidad Auténoma.

Como ya pusimos de manifiesto anteriormente (16), esta doctrina
del Tribunal Constitucional contenia algunos aspectos muy oscuros. No
quedaba claro el fundamento de las competencias que corresponden a
las Comunidades Auténomas para elaborar planes y dirigir sus propios
servicios, ya que no se basaban en ningin precepto constitucional o
estatutario concreto. En cuanto a las competencias estatales se ofrecen
dos fundamentos contradictorios. Por un lado, la pertenencia de la pro-
teccién civil al émbito de la seguridad piblica, lo que debiera llevar a
concluir que se trata de una competencia exclusiva del Estado. Asi lo
habia afirmado el Tribunal Constitucional en otras ocasiones, como en la
Sentencia 104/1989, de 8 de junio: «es claro, conforme al tenor literal
del articulo 149.1.29 de la CE, que la competencia exclusiva del Estado
en materia de seguridad pdblica no admite més excepcién que la que
se derive de la creacién de las policias auténomas |...). Es en orden a
la organizacién de aquella Policia Auténoma y a los correspondientes

(16) Miguel José Izu BEloso, El sistema de Proteccién Civil en la jurisprudencia del Tribunal
Constitucional, «Revista espafiola de Derecho Administrativo» n® 69, enero-marzo 1991.
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‘servicios policiales’ no estatales respecto de lo que la Comunidad Auté-
noma Vasca ha asumido competencias en su Estatuto y no, en cambio,
en relacién con otras funciones de ejecucién en materia de seguridad
piblica, ya que, ni es posible extender esta competencia mas allé de
lo que claramente se desprende de los términos con que se regula en
la Constitucién y en el Estatuto de Autonomia, ni puede ser aceptada la
tesis conforme a la cual existe en nuestro Derecho un principio general
expansivo de ejecucién autonémica, por algunas Comunidades Auténo-
mas de la legislacién estatal, con escasas y contadas excepciones». Pero
por otro lado, el Tribunal Constitucional insiste repetidas veces que la
justificacién de las facultades del Estado en materia de proteccién civil
se halla en la aparicién de un interés nacional ante el que ceden las
competencias autonémicas.

No era tampoco posible saber hasta qué punto las afirmaciones del
Tribunal Constitucional sobre las competencias del Pais Vasco eran trasla-
dables a otras Comunidades, esto es, si todas las Comunidades ostentan
las mismas competencias sobre la proteccién civil o si ello dependera de
si en sus Estatutos han asumido o no competencia en materia de poli-
cia autonémica. Tampoco distinguia si esas competencias autonémicas se
refieren Unicamente a potestades de ejecucion o si también comprenden
la potestad legislativa.

La Sentencia 123/1984 se publicé en el Boletin Oficial del Estado el
11 de enero de 1985; diez dias mas tarde se promulgaba la Ley 2/1985,
de 21 de enero, de Proteccién Civil, que produciria un nuevo conflicto
constitucional.

5. La Ley de Proteccién Civil

Tras varias décadas donde la proteccién civil solamente habia sido
objeto de normas organizativas por primera vez se promulga en 1985 una
norma legal con pretensiones de sistematizar la materia en sus aspectos
no sélo orgdnicos sino también sustantivos. En su propia exposicion de
motivos se sefala el doble propésito de establecer el marco institucional
adecuado para poner en funcionamiento el sistema de proteccién civil y
de dar desarrollo a la reserva de ley para poder exigir de modo directo a
los ciudadanos determinadas prestaciones de colaboracién que se deriva
del articulo 30.4 de la Constitucién. El contenido de esta ley se puede
resumir como sigue.
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a) Definicién. La proteccién civil queda definida como un servicio
pUblico en cuya organizacién, funcionamiento y ejecucién participan las
diferentes Administraciones Piblicas asi como los ciudadanos mediante
el cumplimiento de los correspondientes deberes y la prestacién de su
colaboracién voluntaria, y su accién se dirige al estudio y prevencién
de las situaciones de grave riesgo, catdstrofe o calamidad piblica y a
la proteccién y socorro de personas y bienes en los casos en que dichas
situaciones se produzcan.

b) Competencias. La competencia en materia de proteccién civil corres-
ponde a la Administracién Civil del Estado y, «en los términos establecidos
en esta ley, a las restantes Administraciones Piblicas». Se prevé expresa-
mente la participacién de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y de las
Fuerzas Armadas (17).

Las competencias de otras Administraciones Piblicas aludidas son
las siguientes:

a’) Comunidades Auténomas: aprobacién de los planes de Comu-
nidad Auténoma y los reglamentos de sus Comisiones de Pro-
teccion Civil.

b’) Entidades locales: aprobacién de los planes municipales, supra-
municipales, insulares o provinciales.

c) Organizacién. Como érganos de la Administracién del Estado
competentes en la materia de proteccién civil figuran los siguientes:

— El Gobierno, érgano superior de direccién y coordinacion.

— El Ministro del Interior ostenta la superior autoridad: elabora
normas y planes y propone su aprobacién al Gobierno, aprueba
el catélogo nacional de recursos movilizables, ejerce la supe-
rior direccién, coordinacién e inspeccién de las acciones y los

(17) Esta previsién esté actualmente desarrollada por Real Decreto 416/2006, de 11 de
abril, por el que se establece la organizacién y el despliegue de la Fuerza del Ejército de Tierra, de
la Armada y del Ejército del Aire, asi como de la Unidad Militar de Emergencias, y por Acuerdo
del Consejo de Ministros de 2 de junio de 2006 sobre funcionamiento de la Unidad Militar de
Emergencias (Bolefin Oficial del Estado n® 136, de 8 de junio de 2006). El Real Decreto 399/2007,
de 23 de marzo, que aprueba el Protocolo de Intervencién de la Unidad Militar de Emergencias
ha sido anulado por el Tribunal Supremo mediante Sentencia 5863/2008, de 4 de noviembre, al
haberse dictado sin los previos dictémenes del Consejo de Estado y de la Comisiéon Nacional de
Proteccién Civil.
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medios de ejecucion de los planes de Actuacién Civil, dispone
la intervencién de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, solicita
del Ministro de Defensa la colaboracién de las Fuerzas Armadas
y requiere de las autoridades locales y autonémicas la interven-
cién de sus cuerpos de policia y demés servicios.

— La Comisién Nacional de Proteccion Civil estd integrada por
representantes de la Administracién del Estado y uno por cada
una de las Comunidades Auténomas (18). Informa las normas
técnicas, disposiciones y normas reglamentarias; homologa pla-
nes; elabora los criterios para establecer el catalogo de recursos
movilizables; participa en la coordinacién de las acciones, y
propone la normalizacién y homologacion de las técnicas y
medios.

— La Comisién de Proteccién Civil de la Comunidad Auténoma esté
compuesta por representantes de la Administracién del Estado,
de la Comunidad Auténoma y de las corporaciones locales.
En su ambito territorial informa las normas técnicas, homologa
planes y participa en la coordinacién de las acciones.

d) Colaboracién de los ciudadanos y autoproteccién. Todos los ciu-
dadanos estan sujetos a la obligacién de colaborar, personal y material-
mente, en la proteccién civil, incluida la posibilidad de requisa temporal
de bienes.

El Gobierno ha de establecer un catélogo de actividades cuyos
titulares estan obligados a establecer las medidas de seguridad y pre-
vencién en materia de proteccién civil que reglamentariamente se deter-

(18) Su composicién, organizacién y régimen de funcionamiento se regulé por Real Decreto
888/1986, de 21 de marzo, y tras varias modificaciones parciales actualmente estd regulada
mediante Real Decreto 967/2002, de 20 de septiembre. Su Pleno estd constituido por el Ministro
del Interior como Presidente, el Subsecretario como Vicepresidente y el Director General de Proteccién
Civil como Secretario; como Vocales un representante con nivel minimo de Director General de cada
uno de los Ministerios de Economia, Ciencia y Tecnologia, Fomento, Educacién, Cultura y Deporte,
Trabajo y Asuntos Sociales, Agricultura, Pesca y Alimentacién, Administraciones Piblicas, Sanidad y
Consumo, Hacienda y Presidencia; un representante de la Secretaria General de la Presidencia del
Gobierno; dos representantes del Ministerio de Defensa y otros dos del Ministerio de Medio Ambiente;
cuatro del Ministerio del Interior; un representante del Consejo de Seguridad Nuclear; uno por cada
una de las Comunidades Auténomas y de las ciudades de Ceuta y Melilla; y un representante del
Ministerio de Asuntos Exteriores a efectos de funcionamiento como Comité Espafiol de la Estrategia
Internacional para la Reduccién de Desastres.

332



DE LA PROTECCION CIVIL A LA GESTION DE EMERGENCIAS. LA EVOLUCION DEL MARCO NORMATIVO

minen, entre ellas medidas de autoproteccién (19). A través de estas
disposiciones se logra la integracién de la normativa sectorial en el
sistema de proteccién civil, ya que esas medidas reglamentariamente
determinadas se van a contener en la regulacién de muy diversos sec-
tores de actividad. La Disposicién Final Primera de la ley se refiere
explicitamente a que «los érganos competentes de las distintas Admi-
nistraciones Piblicas revisarén en cada caso los reglamentos, normas
y ordenanzas sobre seguridad de empresas, actividades, edificaciones,
industrias, medios de transporte colectivo, espectdculos, locales y ser-
vicios publicos, para adecuar su contenido a la presente Ley y a las
disposiciones que la desarrollen». Algunas entidades tienen un papel
destacado como colaboradoras: Cruz Roja, servicios de vigilancia, pro-
teccién y lucha contra incendios de las empresas piblicas o privadas,
centros de ensefianza.

e) Planificacién. El Gobierno ha de aprobar una Norma Basica de
Proteccién Civil con las directrices esenciales para la elaboracién de:

— Planes territoriales: de Comunidad Auténoma, provinciales y
supramunicipales, insulares y municipales.

— Planes especiales, por sectores de actividad, tipos de emergencia
o actividades concretas.

Los planes deben contener: i) el catdlogo de recursos movilizables;
i) el inventario de riesgos potenciales; iii) las directrices de funcionamiento
de los distintos servicios; iv) los criterios sobre la movilizacién y coordina-
cién de recursos; y v) la estructura operativa de los servicios con expre-
sion del mando Gnico de las operaciones. Han de ser homologados por
la Comisién Nacional de Proteccion Civil (los de dmbito autonémico) o por la
Comisién autondémica correspondiente (los de ambito infra autonémico).

f) Aplicacién de los planes: en las situaciones de grave riesgo, catds-
trofe o calamidad publica se dispone la aplicacién del plan que corres-
ponda por el Gobernador civil en el émbito provincial y por el Ministro
del Interior en los demas casos (facultad que puede ser delegada en auto-
ridades autonédmicas o locales).

(19) Se contiene en el Real Decreto 119/2005, de 4 de febrero, Norma Bésica de Autopro-
teccion de los centros, establecimientos y dependencias dedicados a actividades que puedan dar
origen a situaciones de emergencia, Anexo |.
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g) Régimen sancionador: se establecen las correspondientes infraccio-
nes y sanciones, atribuyéndose la potestad sancionadora, dentro de sus
correspondientes dmbitos de competencia, a los 6rganos de gobierno de
los municipios, entidades supramunicipales, insulares, provinciales y de las
Comunidades Auténomas y al Ministro del Interior.

h) Desarrollo reglamentario: a todo lo largo de su articulado y en la
correspondiente disposicién final se preveia el desarrollo reglamentario de
las relativamente breves disposiciones legales. Un desarrollo esencial para
la eficacia de la ley y que se preveia abundante.

De toda esta regulacién llamaba la atencién sobre todo el exiguo
papel que se concedia a las Comunidades Auténomas. Se les atribuia la
aprobacién de planes de proteccién civil sometidos a la posterior homo-
logacién de la Comisién Nacional (una técnica que recuerda mucho a la
de aprobacién definitiva de los planes urbanisticos por una Administracion
de ambito superior). La ejecucion de las medidas contenidas en dichos
planes correspondia al Ministro del Interior o los Gobernadores civiles.
En realidad, la estructura casaba mal con el nuevo Estado autonémico y
recordaba demasiado a la existente en la época preconstitucional, con la
nica salvedad de haber introducido en la pirémide jerérquica un esca-
|6n mds, el autonémico, pero en la misma posiciéon subordinada en la
que antiguamente se hallaban Ayuntamientos y Diputaciones respecto del
Gobierno y de los Gobernadores civiles. El legislador ni siquiera habia
contado con la nueva figura del Delegado del Gobierno en las Comuni-
dades Auténomas al que Gnicamente se mencionaba para atribuirle la
funcién de instar la actuacién del Ministro del Interior en la aplicacién del
plan correspondiente.

Dada la aparente contradiccién de esta ley con la doctrina que aca-
baba de establecer el Tribunal Constitucional el Gobierno Vasco interpuso
el correspondiente recurso de inconstitucionalidad que fue resuelto por
Sentencia 133/1990, de 19 de julio. Al recurso se acumulé el conflicto
positivo de competencia interpuesto también por el Gobierno Vasco en
relacién al Plan Basico de Emergencia Nuclear publicado como Orden
de 29 de marzo de 1989. El Gobierno Vasco alegaba que buena parte
de las facultades atribuidas en la ley al Gobierno central en realidad eran
de competencia autonémica, asi como que el sistema de homologacién
de planes suponia establecer una tutela estatal no prevista ni en la Cons-
titucidén ni en el Estatuto. El Gobierno central contesté que la propia ley
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expresaba que su aplicacién se referia a las situaciones de grave riesgo
colectivo, es decir, situaciones absolutamente excepcionales de emergen-
cia que imponen la movilizacién masiva de amplios recursos humanos y
materiales por lo que suponen siempre la existencia de un interés nacional

que justifica la competencia del Estado, tal como habia establecido la
Sentencia 123/1984.

El Tribunal Constitucional afirmé que, examinadas las alegaciones
de una y ofra parte, «su discrepancia no es en realidad tan radical como
se anfojé en un primer examen», ya que coinciden en que «los supuestos
de hecho que la Ley contempla son casos de grave riesgo colectivo o de
excepcional emergencia en los que concurren las superiores exigencias
del interés general y, por tanto, que la Ley no regula toda la materia de
proteccién civil ni abarca la totalidad de la competencia vasca». A sus ante-
riores afirmaciones de la Sentencia 123/1984 el Tribunal Constitucional
afadia algunas matizaciones. Afirmaba que «por la misma naturaleza de
la proteccién civil, que persigue la preservacién de personas y bienes en
situaciones de emergencia, se produce en esta materia un encuentro o con-
currencia de muy diversas Administraciones piblicas (de indole o alcance
municipal, supramunicipal o insular, provincial, autonémica, estatal] que
deben aportar sus respectivos recursos y servicios. Desde esta perspectiva,
y en principio, la competencia en materia de proteccién civil dependerd de
la naturaleza de la situacién de emergencia, y de los recursos y servicios a
movilizar. Ello puede suponer, de acuerdo con los términos de los respec-
tivos Estatutos, que la Administracién autonémica sea competente en esta
materia»; «esta compefencia autonémica se encuentra con determinados
limites, que se derivan de la existencia de un posible interés nacional o
supraautonémico que pueda verse afectado por la situacién de catdstrofe
o emergencia: bien por la necesidad de prever la coordinacién de Admi-
nistraciones diversas, bien por el alcance del evento (afectando a varias
Comunidades Auténomas) o bien por sus dimensiones, que pueden requerir
una direccién nacional de todas las Administraciones piblicas afectadas, y
una aportacién de recursos de nivel supraautonémico. Y, como consecuen-
cia, e intimamente en relacién con tal posibilidad, no pueden negarse al
Estado las potestades necesarias para obtener y salvaguardar una coordi-
nacién de distintos servicios y recursos pertenecientes a mdltiples sujetos,
asi como (si fuera necesario) para garantizar una direccién y organizacién
unitarias: esfo es, tanfo competencia de tipo normativo (disponiendo e ins-
trumentando técnicas de coordinacién) como de tipo ejecutivo, asumiendo
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las instancias estatales tareas de direccién». Entiende el Tribunal que la
regulacién de la Ley de Proteccién Civil viene precisamente a orientarse al
estudio, prevencion y proteccion de situaciones de excepcionalidad o grave
riesgo en que se manifiesta el interés nacional «distintos de situaciones de
emergencia con cardcter cotidiano». Al margen de esos casos, pues, se
hallarén aquellos en que no se da tal interés nacional y por tanto quedan
sometidos a la competencia autonémica, que no proviene de la ley sino
de la contemplada en los Estatutos de Autonomia en diversas materias:
sanidad, carreteras, montes y bosques, etc.

Partiendo de tal interpretacion el Tribunal Constitucional entendié que
la Ley de Proteccién Civil no invadia las competencias autonémicas. En
particular, en relacién a la potestad del Gobierno central para aprobar
la Norma Bésica de Proteccién Civil afirmaba que «al reconocimiento de
unas potestades legislativas y reglamentarias de la Comunidad Vasca no
empece una competencia estatal con idénticas potestades y que puede
condicionar el ejercicio de las facultades autonémicas cuando concurra
el interés supraautonémico general». Unicamente en un punto el Tribunal
Constitucional estimé los argumentos del Gobierno Vasco, en cuanto a la
atribucién al Consejo de Gobierno de cada Comunidad Auténoma de la
facultad de aprobacién del Plan de Proteccién Civil autonédmico (articulo
10.1). Corresponde a la Comunidad Auténoma del Pais Vasco determinar
cudl sea el érgano autonémico competente para tal aprobacién, por lo
cual la Ley de Proteccién Civil resulta aplicable sélo supletoriamente. En
cuanto al Plan Basico de Emergencia Nuclear el Tribunal Constitucional
entendi6é que se trata también de uno de los casos en que se ve afectado
el interés nacional con una dimensién supraautonémica que justifica la
competencia estatal.

Esta segunda decisién del Tribunal Constitucional todavia adolece de
cierta imprecisién en cuanto a la distribucién de competencias. Por una
parte se sigue afirmando que la proteccién civil forma parte de la seguri-
dad publica, pero por otro lado se sefiala que el titular de la competencia
puede variar segln el tipo de emergencia; en otras palabras, parece que
no habrd de examinarse caso por caso quién es el titular de la materia
de proteccién civil, sino quién es el titular de la materia de sanidad, carre-
teras, montes, policia, efc. En unas ocasiones el Tribunal Constitucional
considera a la protecciéon civil como parte de la seguridad publica y en
ofras como una especie de apéndice de otras materias en las cuales se
pueden producir, segin sus propias palabras, «actuaciones de proteccién
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civil». De la afirmacién del Tribunal Constitucional de que la Ley de Pro-
teccién Civil Unicamente contempla aquellas situaciones de emergencia
«excepcional» y no las emergencias «ordinarias» deriva la interrogante
sobre si éstas forman parte de la materia de seguridad ptblica o forman
parte de ofras materias, y si deben establecerse ofros planes distintos a
los previstos en la Ley de Proteccién Civil para atenderlas y qué relacion
pueden guardar en su caso unos y otros planes (20). No se trata de una
cuestion meramente tedrica, sino que tiene su traslacion préctica: no es
facil aislar las emergencias ordinarias o cotidianas de las excepcionales,
ya que las técnicas y los medios a emplear en uno y ofro caso son simila-
res, Unicamente debe variar el grado de respuesta. La planificacién debe
reposar sobre la idea de gradualidad, ya que no se crean unos recursos
extraordinarios para situaciones extraordinarias sino que se prevé el empleo
de los mismos recursos pero adaptédndose en cuanto al nivel de respuesta
necesario tanto en lo cuantitativo como en lo cualitativo.

En cualquier caso, la citada sentencia sirvié para consolidar el criterio
del interés nacional como determinante a la hora de la atribuciéon com-
petencial entre el Estado y las Comunidades Autébnomas, asi como para
establecer que éstas disponen de competencia legislativa y ejecutiva en
cuanto a la gestion de las emergencias en las que no esté presente dicho
interés nacional.

6. Desarrollo provisional de la Ley de Proteccion Civil

El conflicto competencial derivado de la Ley de Proteccién Civil, no
sélo entre el Gobierno Vasco y el Estado sino que afectaba a todas las
Comunidades Auténomas, demora la aprobacién de la Norma Basica de
Proteccién Civil, norma imprescindible para la puesta en marcha de la
planificacién de emergencias que constituye el nicleo del sistema, que no
se produce hasta el Real Decreto 407/1992, de 24 de abril.

(20) Marcos Matias FERNANDO PABLO, El sistema de proteccién civil: el marco juridico y el papel
de las comunidades auténomas, en la obra colectiva Actualidad y perspectiva del derecho publico a
fines del siglo XX: homenaje al profesor Garrido Falla, Editorial Complutense, Madrid, 1992, pagina
1.777, hace la siguiente critica: «ello podria dar lugar a una suverte de subsistemas comunitarios de
proteccién civil, parcelando asi, indebidamente, lo que por esencia es una unidad, la disposicién de
cuantos medios, servicios y recursos una Comunidad tiene a su alcance». Para este autor la solucién
a la concurrencia de competencias entre el Estado y las Comunidades Auténomas debiera haber
pasado por una ley-marco de las previstas en el arficulo 150.1 de la Constitucién.
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Mientras tanto se habian dictado varias normas reglamentarias que
suponian un desarrollo provisional de la Ley de Protecciéon Civil. Entre ellas
y muy principalmente el Real Decreto 1378/1985, de 1 de agosto, sobre
medidas provisionales para la actuacién en situaciones de emergencia que
pudieran producirse hasta que se aprobaran y homologaran los planes
previstos en la ley.

Este Real Decreto avanza algunos timidos pasos en la clarificacién
del reparto competencial en la materia. Se ratifica en que la competencia
reside en la Administracién Civil del Estado pero afiade en su articulo
3 que «la actuacién en materia de Proteccién Civil corresponderd a las
Entidades que seguidamente se enumeran cuando sus recursos y servicios
sean inicialmente suficientes para hacer frente a la respectiva emergen-
cia». Estas entidades son el municipio, las entidades supramunicipales o
insulares, la provincia y las Comunidades Auténomas, en todos los casos
mediante sus propios servicios pero con la colaboracién de las demés
Administraciones Piblicas existentes en su respectivo dmbito territorial. La
figura casi ausente de la Ley de Proteccién Civil del Delegado del Gobierno
en las Comunidades Auténomas aparece en el articulo 4 que dispone que
«se mantendrén por éstos las necesarias relaciones de coordinacién y coo-
peracién de la Administracién Civil del Estado con la de la Comunidad
Auténoma respectiva, para armonizar actuaciones relacionadas con lo
dispuesto en este Real Decreto y promover la ordenacién de las corres-
pondientes a los Ayuntamientos y Diputaciones Provinciales o Forales, en
su caso, y Cabildos Insulares».

Sin embargo, se contenia cierta incoherencia entre estas disposicio-
nes y las contenidas en el articulo 5 sobre direccién y coordinacién de
las actuaciones en situaciones de emergencia que corresponderian a los
Alcaldes si la emergencia no rebasara el respectivo término municipal, a
los Gobernadores civiles o Delegados del Gobierno en las Comunidades
Auténomas uniprovinciales y en los demds casos a los Delegados del
Gobierno, al Ministro del Interior o a la persona que, en su caso, designara
el Gobierno. Desaparecian las Comunidades Auténomas de esta enume-
racién, lo que dejaba en el aire cudles eran esos casos en que pudieran
intervenir con sus propios recursos y servicios a que aludia el articulo 3.

El articulo 8 establecia el principio de que debiera existir siempre
un «mando Unico» en la direcciéon de las actuaciones en la zona sinies-
trada. Este mando debia ser designado con cardcter general o para
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cada caso concreto por los érganos sefialados en el articulo 5; es decir,
que las Comunidades Auténomas quedaban también preteridas a este
respecto. Corresponderia el mando al Alcalde a falta de nombramiento
de otra autoridad, o podria ser asumido por el Gobernador Civil o por
el Delegado del Gobierno cuando en la intervencién concurrieran medios
del Estado.

Otras normas de desarrollo provisional de la ley, a la espera de
la Norma Basica, fueron el ya mencionado Plan Bésico de Emergencia
Nuclear aprobado por Acuerdo del Consejo de Ministros de 3 de marzo
de 1989, y el Real Decreto 886/1988, de 15 de julio (modificado por
Real Decreto 952/1990, de 29 de junio) sobre Prevencion de Accidentes
Mayores en determinadas actividades industriales que trasponia la Directiva
1982/501/CEE, de 24 de junio («Directiva Seveso»), a la que nos refe-
riremos después. Este Real Decreto fue desarrollado mediante la Directriz
Basica para la elaboracién y homologaciéon de los Planes Especiales del
Sector Quimico aprobada por Acuerdo del Consejo de Ministros de 23
de noviembre de 1990.

7. La Norma Basica de Protecciéon Civil

La elaboracién de la Norma Bésica se hizo a través de un prolongado
proceso de negociacién entre el Estado y las Comunidades Auténomas,
enfrentadas por la cuestion competencial, en el seno de la Comisién Nacio-
nal de Proteccién Civil. El conflicto surgido a raiz de la Ley de Protecciéon
Civil se trata de resolver adoptando como criterio esencial el del interés
nacional plasmado en las dos sentencias del Tribunal Constitucional que
han sido comentadas.

El interés nacional aparece aludido desde el primer articulo que con-
tiene una descripcién sobre la naturaleza de la Norma Bésica: «constituye
el marco fundamental para la integracién de los Planes de proteccién civil
en un conjunto operativo y susceptible de una répida aplicacién, determina
el contenido de lo que debe ser planificado y establece los criterios gene-
rales a que debe acomodarse dicha planificacién para conseguir la coordi-
nacién necesaria de las diferentes Administraciones pdblicas, permitiendo,
en su caso, la funcién directiva del Estado, todo ello para emergencias
en las que esté presente el interés nacional». Se entiende que el interés
nacional estd presente en las emergencias en estos tres casos:

339



MIGUEL JOSE IZU BELLOSO

a. Las que implican aplicacién de la Ley Orgénica 4/1981, de 1 de
junio, reguladora de los estados de alarma, excepcién vy sitio.

b. Las que requieren la coordinacién de Administraciones diversas
porque afectan a varias Comunidades Auténomas y exigen una
aportacién de recursos a nivel supraautonémico.

c. Las que por sus dimensiones efectivas o previsibles requieren una
direccién nacional de las Administraciones Poblicas implicadas.

El articulo 9 regula la declaracién de interés nacional que corresponde
al Ministro del Interior por propia iniciativa o a instancia bien de las Comu-
nidades Auténomas o bien de los Delegados del Gobierno (declaraciéon
superflua en el caso del estado de alarma que ha de ser declarado por
el Gobierno, segin dispone el articulo 4 de la Ley Orgénica 4/1981).
El efecto de dicha declaracién es que por las autoridades competentes
se disponga la aplicacién del plan correspondiente bajo la direccién y
coordinacién de la Administracién del Estado (salvo que exista delega-
cién a favor de los érganos autondmicos o locales). A sensu contrario, en
ausencia de dicha declaracién la atencién de la emergencia recaerd en
la Administracién autonémica o local correspondiente.

Aunque estas disposiciones se adoptan en apariencia como conse-
cuencia de la doctrina del Tribunal Constitucional, en realidad suponian
darle la vuelta al criterio del interés nacional. Porque si en las comentadas
sentencias la existencia de un interés nacional era lo que justificaba la
competencia estatal para aprobar la Ley de Protecciéon Civil y esta debiera
aplicarse Gnicamente a los supuestos donde existiera dicho interés nacional
(presupuesto, por tanto, de toda la regulacién), ahora el interés nacional
es algo que puede declarar o no la Administracién del Estado. Es decir,
no es presupuesto de sus competencias sino resultado del ejercicio de las
mismas. Y por ofro lado, resulta que las competencias de las Comunida-
des Autébnomas ya no tienen existencia Gnicamente en el espacio exterior
a la Ley de Proteccién Civil, es decir, donde no existe interés nacional,
sino que también ejercen competencias de conformidad con el desarrollo
reglamentario de la Ley de Proteccién Civil siempre que no tenga lugar la
declaracién de interés nacional por el Ministro del Interior.

Pese a las incoherencias légicas que suponia este cambio de rumbo
respecto de la doctrina del Tribunal Constitucional, los criterios de la Norma
Bésica resolvian de forma bastante pragmética la cuestién de la atribucion
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competencial y abrian las posibilidades de su desarrollo y aplicacién. La
mayor parfe de la Norma Bésica se ocupa de los planes de proteccién
civil, en particular de su clasificacion y del proceso de elaboracion y
aprobacién. Se distinguen los siguientes tipos de planes:

a) Planes Territoriales: referidos a las emergencias generales que se
puedan presentar en cada dmbito territorial, estableciendo la organizacién
de los servicios y recursos tanto de la propia Administracion que lo elabora
como de otras Administraciones Piblicas y de otras entidades piblicas o
privadas. Estos planes pueden ser: a’) de Comunidad Auténoma (aprobado
por el 6rgano correspondiente de la misma); b’) de dmbito infra autonémico
(provincial, insular, comarcal o local, aprobado por la correspondiente
entidad local). Deben redactarse de modo que los de édmbito inferior se
integren en los de dmbito superior y de que en funcién del alcance de
la emergencia la direccién y coordinacién de las actuaciones pueda ir
pasando sucesivamente de las autoridades del dmbito inferior a las del
superior, hasta llegar, en su caso, a las correspondientes a las situaciones
de interés nacional.

b) Planes Especiales: elaborados para hacer frente a riesgos especifi-
cos cuya naturaleza requiera una metodologia adecuada para cada uno
de ellos. A su vez se distinguen dos tipos:

a’) Planes Bésicos: relativos a dos tipos de riesgos: situaciones
bélicas y emergencia nuclear. Son necesariamente de interés
nacional y por ello la competencia del Estado abarca todas
las fases de la planificacién, correspondiendo su aprobacién
al Gobierno central.

b/

—

Resto de Planes Especiales: pueden ser de dmbito estatal o
supra autonémico (aprobados por el Gobierno central) o de
dmbito autonémico [en este caso, se aprueban por el érgano
correspondiente de la Comunidad Auténomay se integran en su
plan territorial (21)]. Se elaboran de acuerdo con las Directrices

(21) La Sentencia 118/1996, de 27 de junio, del Tribunal Constitucional, tratando sobre la
Ley de Ordenacién de los Transportes Terrestres (LOTT) hace las siguientes precisiones: «No puede
decirse lo mismo sobre la competencia que la LOTT atribuye al Ministerio de Transportes, Turismo
y Comunicaciones para colaborar en la «elaboracién» de los Planes Territoriales y Especiales de
intervencién en emergencias que puedan afectar a los transportes. Los Planes de la Comunidad
Auténoma (territoriales) y los Planes Especiales cuyo émbito territorial de aplicacién no exceda del
de una Comunidad Auténoma se aprobarédn —segin establece la propia Ley 2/1985 (arts. 10.1 y
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Basicas relativas a cada riesgo que aprueba el Gobierno cen-
tral. La Norma Bésica prevé los siguientes riesgos especificos:
inundaciones, seismos, quimicos, transportes de mercancias
peligrosas, incendios forestales y volcanicos, aunque la enun-
ciacién no es excluyente y podrén atenderse otros a decisién
del Gobierno central.

El articulo 4 de la Norma Bdsica contiene una serie de directrices
generales en cuanto al contenido que deben tener los diversos planes y
que se convierten en el criterio que hace posible la homologacién prevista
en la ley. La direccion y coordinacién de la aplicacién de cada plan es
competencia de la autoridad estatal, autonémica o local del correspon-
diente dmbito territorial, a salvo de los casos de declaracién del interés
nacional, de necesidad de asuncién por la autoridad del dmbito superior
o de delegacién de funciones.

Con arreglo a las disposiciones de la Norma Basica se han ido apro-
bando las diversas Directrices Bésicas para la elaboracién de los planes
especiales (22). Asimismo mediante Real Decreto 1546/2004, de 25 de

11)— por la Comunidad Auténoma respectiva, que seré la competente para determinar cuél sea el
érgano autonémico competente para tal aprobacién. Ciertamente, el Estado puede, segin dijimos,
fijar «un contenido minimo e indispensable de los diferentes planes territoriales que permita su homo-
logacién posterior e integracién en una planificacién unitarias (STC 133/1990, fundamento juridico
10). Pero afirmamos también en el mismo lugar que a las Comunidades Auténomas corresponde
la elaboracién de los mismos, que comprende la potestad de recabar informacién y colaboracién.
Asi, pues, debe concluirse que en el marco de lo dispuesto en la Norma Bésica de Proteccién Civil,
y siempre que se respete el contenido minimo establecido por la Ley de Proteccién Civil (art. 9) es
la Comunidad Auténoma la Onica competente para aprobar los Planes Territoriales o Especiales, de
dmbito autonémico, que afecten a los transportes que transcurren en su ferritorio, sin que el Estado
pueda, por consiguiente, imponerle la intervencién del Ministerio de Transportes, Turismo y Comuni-
caciones en el proceso de elaboracién de aquéllos. En consecuencia debemos declarar que el art.
31, dltimo pérrafo, de la LOTT no es aplicable a la Generalidad de Cataluia».
(22) Son las siguientes:

— Sector Quimico (acuerdo del Consejo de Ministros de 23 de noviembre de 1990), derogadas y
sustituidas por las de Riesgo de accidentes graves en los que infervienen sustancias peligrosas
(Real Decreto 1196/2003, de 19 de septiembre).

— Emergencia por Incendios Forestales (acuerdo del Consejo de Ministros de 18 de marzo de
1993).

— Riesgo de Inundaciones (acuerdo del Consejo de Ministros de 9 de diciembre de 1994).

— Riesgo Sismico (acuerdo del Consejo de Ministros de 7 de abril de 1995, modificado por acuerdo
de 16 de julio de 2004).

— Riesgo Volcénico (acuerdo del Consejo de Ministros de 19 de enero de 1996).

— Riesgo de accidentes en los transportes de mercancias peligrosas por carretera y ferrocarril (Real
Decreto 387/1996, de 1 de marzo).
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junio se aprobd el nuevo Plan Bésico de Emergencia Nuclear (Gnico plan
basico existente, no se ha llegado a aprobar el de riesgos bélicos, lo que
no deja de ser paradéjico ya que tal como se ha explicado estos se hallan
en la misma génesis de la proteccion civil), complementado por los Planes
Directores correspondientes a los Planes de Emergencia Nuclear Exteriores
a las Centrales Nucleares aprobados por acuerdo de Consejo de Ministros

de 9 de junio de 2006.

También se han ido aprobando y homologando los planes territoriales
de todas las Comunidades Auténomas y de las dos Ciudades Auténo-
mas de Ceuta y Melilla asi como diversos planes especiales de ambito
estatal y autonémico (23). Los planes autonémicos (sean territoriales o
especiales) suelen atribuir a las respectivas autoridades de la Comunidad
Auténoma (usualmente, la Consejeria correspondiente) las facultades de
direccién salvo en los casos en que se produzca la declaracién de interés
nacional.

Cabe afadir que précticamente coeténea a la Norma Bésica es la
Ley 27/1992, de 24 de noviembre, de Puertos del Estado y de la Marina
Mercante, la cual mantiene la materia de seguridad y salvamento mariti-
mos dentro de la politica de marina mercante y bajo la competencia del
Ministerio de Fomento. Como sefiala OCHOA MONZO, esta situacién que sélo
se explica por la inercia legislativa supone una disfuncional autonomia de
las emergencias maritimas respecto de la proteccién civil, autonomia que
debiera ser reconducida ya que ni siquiera ha supuesto la creacién de un
efectivo sistema de seguridad maritima capaz de hacer frente a las emer-
gencias, como se puso de manifiesto con el naufragio del Prestige (24).

(23) El Plan Estatal de Proteccién Civil para emergencias por Incendios Forestales aprobado
por acuerdo del Consejo de Ministros de 31 de marzo de 1995 es el Unico plan especial con tal
ambito, ademas del Plan Bésico de Emergencia Nuclear.

(24) Josep OcHoA MONzO, La seguridad maritima y el sistema de proteccién civil: una conver-
gencia necesaria, en la obra colectiva Estudios sobre el régimen juridico de los vertidos de buques
en el medio marino coordinada por José Luis Meilén Gil, Juan José Pernas Garcia y Rafael Garcia
Pérez, Thompson-Aranzadi, Cizur Menor (Navarra), 2006; y Josep OCHOA MONZO, La inoperancia
(e inexistencia) del sistema estatal y autonémico de proteccién civil ante la catéstrofe del «Prestige»,
en la obra colectiva La responsabilidad por los dafos causados por el hundimiento del Prestige,
coordinada por Santiago AlvAREZ GONZALEZ y Maria Paz GaRcia RUBIO, lustel, Madrid, 2007. En la
pégina 329 de este segundo trabajo afirma: «si el modus operandi en materia de salvamento mari-
timo y de proteccién civil es el mismo —como no puede ser de otra forma— y si las competencias
o funciones de las Comunidades Auténomas pueden ser basicamente las mismas, no tiene sentido
mantener una dualidad de respuestas a situaciones de riesgo en donde no se justifica, més allé de
la propia regulacién presente, ninguna diferencia sustancial de regimenes».
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5. EL NUEVO REGIMEN DE LA GESTION DE EMERGENCIAS (1992-
2007)

La aprobacién y desarrollo de la Norma Bésica de Proteccién Civil per-
mitié clarificar el régimen competencial en la materia, un aspecto esencial
que dada la indefinicién de la Constitucién y los Estatutos de Autonomia
y la manifiestamente mejorable redacciéon de la Ley de Proteccién Civil
habia bloqueado la puesta en marcha de un sistema de proteccién civil
moderno y adaptado al Estado de las autonomias.

Sentado por el Tribunal Constitucional el criterio de que las Comuni-
dades Autébnomas disponen de potestad legislativa en la materia en todo
lo que, conforme al ya explicado criterio del interés nacional, no caiga
bajo competencia estatal, a partir de 1992 se inicia un periodo de ela-
boracién y aprobacién de diversas leyes autonémicas que regulan una
materia que, como se verd, tiende a ser rebautizada como de «gestién
de emergencias» o de «proteccién civil y emergencias», hasta el punto de
que mediante el Real Decreto 1599/2004, de 2 de julio, de estructura
orgénica del Ministerio del Interior, la anterior Direccion General de Pro-
teccién Civil pasa a denominarse también Direccidén General de Proteccion
Civil y Emergencias.

En realidad, las expresiones «gestion de emergencias» o «atencién
de emergencias» que se popularizan a través de las normas autonémicas
en origen resultaban intercambiables con la de proteccién civil. En inglés
se viene generalizando la expresién Emergency Management sustituyendo
a Civil Defense o Civil Protection, y asi en Estados Unidos la méxima
autoridad en la materia es la Federal Emergency Management Agency
creada en 1979, mientras que en Australia la agencia equivalente se
denomina Emergency Management Australia 'y en la India el teléfono Gnico
de urgencias es gestionado por el Emergency Management And Research
Institute. En el Reino Unido el érgano que gestiona la materia se prefiere
denominar Civil Contingencies Secretariat, aunque también existe un Ins-
titute of Emergency Management como asociacién profesional. Como en
tantos ofros casos el contagio lingiistico ha sido inevitable.
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1. Las leyes autonémicas de Proteccion Civil y Gestion de Emer-
gencias

La mayoria de las Comunidades Auténomas, hasta el momento trece,
han aprobado leyes en la materia (25); las restantes se han limitado a normas
reglamentarias y principalmente de carécter organizativo. El contenido de
estas leyes no es homogéneo, hay materias que algunas de ellas regulan
y ofras no, y tampoco es raro que lo que unas Comunidades Auténomas
incluyen en una ley ofras lo repartan entre varias. Podemos hacer el siguiente
resumen general en cuanto al contenido de estas leyes autonémicas.

a) Organizacién administrativa: todas las leyes autonémicas, con
mayor o menor extension, contienen disposiciones en torno a las compe-
tencias de las diferentes Administraciones Piblicas presentes en su territorio.
En ocasiones se alude y regula expresamente el interés nacional como
criterio de delimitacién competencial entre el Estado y las Comunidades
Auténomas; en los restantes casos es el dmbito municipal o supramunici-
pal el determinante. Algunas leyes han avanzado en crear un organismo
piblico especializado con personalidad propia (organismo auténomo o
entidad pUblica empresarial), bien para toda la materia de gestion de
emergencias (Asturias, Galicia, Navarra) o sélo para gestionar el centro
de coordinacién y atencién de llamadas (Catalufial).

(25) Por orden cronolégico son las siguientes:

— Lley 2/1995, de 6 de febrero, del Servicio de Emergencias de la Generalitat Valenciana. Dero-
gada por la ley 9/2002, de 12 de diciembre, de Proteccion Civil y Gestién de Emergencias de
la Generalitat Valenciana.

— Ley 1/1996, de 3 de abril, de Gestién de Emergencias (Pais Vasco).

— Ley 4/1997, de 20 de mayo, de Proteccién Civil de Catalufia, complementada por la Ley 9/2007,
de 30 de julio, del Centro de Atencién y Gestion de Llamadas de Urgencia 112.

— ley 25/1997, de 26 de diciembre, Servicio de Atencién de Urgencias 112 (Madrid).

— Ley 2/1998, de 13 de marzo, de Ordenacién de Emergencias en las llles Balears, complementada
por Ley 3/2006, de 30 de marzo, de Gestion de Emergencias de las llles Balears

— Ley 8/2001, de 15 de octubre, de regulacién del Servicio Publico de Atencién de Llamadas de
Urgencia y de Creacién de la Entidad Piblica «112 Asturias».

— Ley 2/2002, de 11 de noviembre, de Gestién de Emergencias de Andalucia.

— Ley 30/2002, de 17 de diciembre, de Proteccién Civil y Atencién de Emergencias de Aragén.
Modificada por Ley 15/2003, de 24 de marzo y Ley 4/2004, de 22 de junio.

— Ley Foral 8/2005, de 1 de julio, de Proteccién Civil y Atencién de Emergencias de Navarra.

— Lley 1/2007, de 1 de marzo, de Proteccién Civil y Gestién de Emergencias de Cantabria.

— Ley 4/2007, de 28 de marzo, de Proteccién Ciudadana de Castilla y Leén.

— Lley 9/2007, de 13 de abril, del Sistema Canario de Seguridad y Emergencias y de modificacién
de la Ley 6/1997, de Coordinacién de las Policias Locales de Canarias.

— Lley 5/2007, de 7 de mayo, de Emergencias de Galicia.
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b) Derechos y deberes de los ciudadanos: la mayoria de las leyes
regulan esta materia en parecidos términos que la Ley de Proteccién Civil.
Como materias conexas también se suele abordar las actividades de for-
macién y de informacién desde las Administraciones Piblicas.

c) Planificacién de proteccién civil: casi todas las leyes autonémicas
acogen una regulacién que sigue fielmente la contenida en la Ley de Protec-
cién Civil. En algunos casos se distinguen como édmbitos propios las actua-
ciones de prevision (identificacion y localizacion de riesgos), prevencién
(descripciéon de las medidas a adoptar frente a los riesgos identificados,
que en buena medida es una remisién a la normativa sectorial) y planifi-
cacién (elaboracion de los planes de actuacién para aplicar las medidas
oportunas en cada caso). Los planes deben prever tanto las actuaciones
ante situaciones de riesgo sometidas a la Ley de Proteccién Civil (donde
estd presente el interés nacional y se someten a competencia estatal) como
las que recaigan dentro de la competencia autonémica.

d) Gestion de llamadas de emergencia: todas las leyes autonémicas
regulan un centro de gestién de llamadas a través del 112, nimero europeo
de emergencias (26). En el caso de Madrid la ley se limita precisamente
a la regulacién de este centro. En algunos casos este es un nimero Onico
de emergencias que ha de integrar a todos los servicios, en otros casos
se posibilita la convivencia con el nimero 061 de urgencias sanitarias
gestionado desde centros diferenciados, y en su caso se prevén medidas
de coordinacién.

(26) El Real Decreto 903/1997, de 16 de junio, que regula el acceso mediante redes de
telecomunicaciones, al servicio de atencién de llamadas de urgencia a través del nimero telefénico
112, que desarrolla la Decisién 1991/396/CEE, de 29 de julio del Consejo de las Comunidades
Europeas, dispone lo siguiente en su articulo 5:

«1. la prestacién del servicio de atencién de llamadas de urgencia 112 se llevaré a cabo
por las Comunidades Auténomas que establecerén los correspondientes centros de recepcién de
llamadas de urgencia y las redes que, en su caso, fuera necesario instalar para establecer otros
puntos de atencién de los servicios piblicos que hubieran de proporcionar la asistencia objeto de
las llamadas de urgencia.

A tales efectos, las Comunidades Auténomas deberédn comunicar al Ministerio de Fomento su
decisién de constituirse en entidades prestatarias del servicio, en el plazo de cuatro meses desde la
entrada en vigor de este Real Decreto.

2. En ningdn caso podrén producirse solapamientos territoriales entre los dmbitos que correspon-
dan a entidades prestatarias de servicios de atencién de llamadas de urgencia 112. A estos efectos,
las Comunidades Auténomas deberdn controlar las formas de gestién del citado servicio para que
queden claramente diferenciados los distintos émbitos de atencién del mismo».
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e) Intervencién en emergencias: la mayoria de las leyes contienen dis-
posiciones en torno a la activacion de los planes de protecciéon civil y se
suelen distinguir las fases de intervencion frente a la situacién de emergencia
o catdstrofe y de rehabilitacién o recuperacion para restablecer los servicios
pUblicos y normalizar la vida de la poblacién afectada. Asimismo algunas
leyes distinguen entre la intervencién en situaciones de catdstrofe (con o sin
presencia del interés nacional) y la intervencién en las emergencias «ordi-
narias», «no catastréficas» o «no calamitosas», que en lugar de suponer la
activacién de los planes de proteccién civil se resuelven con los protocolos
de actuaciéon de los diversos servicios que han de intervenir.

f) Servicios de incendios y salvamento: algunas leyes autonémicas han
regulado dentro de la materia de proteccién civil estos servicios ya que se
han constituido en las primeras y principales unidades de intervencién en la
mayoria de las situaciones de emergencia. En algunos casos simplemente
para integrarlos en los organismos especializados, en otros para entrar
al detalle del régimen estatutario de su personal. Otras Comunidades
Auténomas, sin embargo, disponen de normativa especifica y separada.
Aunque la legislacion de régimen local mantiene que son de competencia
municipal su creciente tecnificacién y especializacién exige unos niveles de
gasto y gestién que suele sobrepasar la capacidad de los municipios. En la
practica hay una imparable tendencia a dotarles de un ambito provincial
o autonémico a través de su asuncién por las diputaciones, la constitucion
de consorcios y otras variadas técnicas organizativas (27).

g) Emergencias sanitarias: algunas leyes autonémicas regulan las
emergencias o urgencias sanitarias, especialmente el fransporte sanitario
de urgencia, con el resto de la gestién de emergencias; ofras guardan
silencio al respecto y la materia se contempla en su normativa especifica,
a caballo entre la materia de sanidad y la de transporte (28).

(27) Un caso particular es el de Catalufia; el Estatuto de Autonomia de 1979 permitia la
transferencia de las diputaciones a la Generalidad de «aquellos servicios que por su propia naturaleza
requieran un planeamiento coordinado», y asi se hizo con los servicios de incendios mediante Decreto
93/1980, de 27 de junio de 1980, configurandose un servicio autonémico unificado.

(28) La Regulacién de Vehiculos de Transporte Sanitario por Carretera se contiene en el Real
Decreto 619/1998, de 17 de abril, dictado a propuesta conjunta de los Ministerios de Sanidad
y Consumo y de Fomento en desarrollo tanto de la Ley 16/1987, de 30 de julio, de Ordenacién
de los Transportes Terrestres como de la Lley 14/1986, de 25 de abril, General de Sanidad. Por
diversas Comunidades Auténomas se han dictado también normas sobre la materia dentro de su
ambito de competencias.
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h) Personal de proteccién civil: ademés de la ya citada regulacién
del personal de los servicios de incendios (los tradicionales cuerpos de
bomberos) casi todas las leyes contienen una regulacién més o menos
pormenorizada de las agrupaciones de voluntarios. Unas pocas dictan
normas comunes para todo el personal que intervenga en la protecciéon
civil, especialmente en materia de formacioén.

2. La proteccion civil y la gestion de emergencias

Aunque la legislacion autonémica de estos Gltimos afios haga un uso
bastante diverso de la terminologia podemos proponer algunas conclusio-
nes generales. Se ha consolidado el concepto de protecciédn civil contenido
en la ley estatal tal y como fue interpretado por el Tribunal Constitucional.
Las leyes que entran a definirla se refieren a los siguientes elementos:

a) Accién de los poderes piblicos, principalmente de las Administra-
ciones Publicas encargadas de prestar este servicio piblico;

b) Se dirige a proteger la vida y la salud de las personas, los bienes
piblicos y privados y el medio ambiente;

c) Actia ante situaciones de emergencia o grave riesgo colectivo que
pueda calificarse de catastrofe o calamidad péblica, tanto por causas
naturales como humanas.

Las leyes autonémicas atribuyen a las respectivas Comunidades Auté-
nomas competencia en la materia, a veces calificdndola de exclusiva,
poniendo como limite los casos en que se halle presente un interés nacio-
nal o supracomunitario y que por ello caigan bajo la competencia del
Estado.

Ademas, la mayoria de las leyes autonémicas entra a definir la nueva
materia de la gestién de emergencias, que no estaba presente en la Ley de
Proteccién Civil. Aunque las definiciones son incluso més variadas que en
el caso de la proteccién civil, de la comparacién de todas ellas se pueden
deducir los siguientes elementos comunes:

a) Son actuaciones urgentes de protecciéon de personas, bienes y
medio ambiente;

b) Tanto ante casos de emergencia ordinaria, segin define la ley can-
tabra, «situacién que, sin implicar grave riesgo colectivo ni suponer catds-
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trofe o calamidad piblica, requiere la intervencién de medios y servicios
de proteccién y auxilio a las personas y a los bienes», o de emergencia
no ordinaria «situacién que, por afectar a una pluralidad indeterminada de
personas o de forma generalizada a la poblacién, tiene la condicién de
catéstrofe o calamidad piblica y hace necesaria la adopcién de medidas
extraordinarias para hacer frente a la misma.

c) La emergencia supone una situacién que sobreviene de modo sibito
y que exige la adopcién inmediata de medidas de intervencién para atajar
el riesgo o para minimizar los dafos.

Resulta pues, que la gestién de emergencias es una materia mas amplia
que la proteccién civil, ya que abarca tanto las situaciones catastroficas
(propias de la proteccién civil) como las no catastréficas u ordinarias, cuya
atencién corresponde a las Comunidades Autébnomas.

3. Los principios de integracion y gradualidad

De un modo u ofro la mayoria de las leyes autonémicas vienen sefa-
lando la necesidad de configurar un sistema de gestién de emergencias
integrado, esto es: a) que sea capaz de dar respuesta inmediata a todas
las situaciones de emergencia, de mayor o menor gravedad, recaigan
bajo la competencia de una u otra Administracién Piblica; b) que coordine
bajo normas y mandos comunes para cada caso a los diversos servicios
que deban intervenir, sean publicos o privados; c) que sea facilmente
accesible a los ciudadanos afectados mediante un centro de recepcién
de llamadas de auxilio.

Este principio de integracién ha llevado a que, contrariamente a lo
que podria pensarse de una inicial lectura de la Ley de Proteccion Civil,
los planes que se elaboren de conformidad con esa norma no pueden
contemplar Unicamente la atencién de las situaciones de emergencia catas-
trofica que caen bajo competencia estatal. Han de contemplar todas las
situaciones de emergencia, de mayor o menor gravedad, esté o no esté
presente el interés nacional. Lo contrario llevaria al absurdo de tener que
contar con dos sistemas de planes de emergencia, lo que haria poco menos
que imposible aplicar el siguiente principio, el de gradualidad.

También son varias las leyes autonémicas que expresa o implicita-
mente sientan el principio de gradualidad, esto es, un sistema que permita
«la activacién de medidas y aplicacién de recursos de forma gradual en
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funcién de la gravedad de las emergencias de modo que se asegure su
eficacia y eficiencia», como sefiala la ley navarra. En ocasiones esto lleva
a la definicién de varios niveles sucesivos de alerta o emergencia. Es obvio
que la calificacién de una emergencia como catastréfica u ordinaria, como
de interés nacional o de interés autonémico, o de dmbito autonémico,
provincial o municipal, es algo que sélo puede hacerse pasado algin
tiempo desde el inicio de la situacién y cuando ya han intervenido cuando
menos algunos de los servicios que deban hacerlo y han podido realizar
una primera evaluacién y suministrar la correspondiente informacién. Es
decir, debe existir ya una primera intervencién antes de poder calificar la
emergencia. Por propia definicién, la emergencia no puede quedar «apar-
cada» a la espera de que sea calificada y las victimas no pueden ver su
atencién aplazada. Es en funcién de esa calificacién cuando podrén llegar
posteriormente las decisiones correspondientes sobre si la direccion de esa
intervencién ya iniciada corresponde a una u otra autoridad, sobre si debe
activarse tal o cual plan de proteccién civil, y en su caso si debe hacerse
la declaracién de interés nacional a los efectos correspondientes.

De todo lo anterior resulta, como se define en la ley balear, que la
gestién de las emergencias como un sistema integrado debe adoptar los
siguientes principios:

«— Diligencia, celeridad, proporcionalidad y eficacia, mediante la
aplicacién de medidas racionales, la exigencia de los deberes de los
civdadanos y el respeto a sus derechos.

— Solidaridad, responsabilidad piblica del mantenimiento del sistema,
colaboracién, capacidad de integracién reciproca de planes y recursos,
autoproteccién y lealtad institucional para obtener el méximo rendimiento
de los servicios y una coordinacién eficiente de las administraciones que
infervengan o puedan intervenir en este tipo de actuaciones.

— Continuidad, planificacién, coordinacién y subsidiariedad».

Esta configuracion del sistema, no prevista e incluso dificultada por
la Ley de Proteccion Civil, ha ido avanzando gracias a las disposiciones
de la Norma Bésica y de las leyes autonémicas que han corregido en lo
posible (a veces un poco forzadamente) las deficiencias de aquélla.
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VI. LA REFORMA DE LOS ESTATUTOS DE AUTONOMIA (2006-
2007)

Frente al casi undnime silencio que sobre la materia de proteccién
civil guardaban los Estatutos de Autonomia en su redaccién inicial con las
dnicas excepciones ya apuntadas de las Islas Baleares y de las ciudades de
Ceuta y Melilla, las reformas emprendidas a partir de 2006 han variado
el panorama ya que todos los nuevos Estatutos la han acogido entre las
competencias atribuidas a las respectivas Comunidades Auténomas. La
regulacién, no obstante, varia de unos textos a ofros.

1) Comunidad Valenciana (Ley Orgéanica 1/2006, de 10 de abril); el
Estatuto se limita en su articulo 49.3 a disponer que «la Generalitat tiene
también competencia exclusiva, sin perjuicio de lo dispuesto en el articulo
149 de la Constitucién y, en su caso, de las bases y ordenacién de la
actividad econémica general del Estado, sobre las siguientes materias: |...)
142 Proteccién civil y seguridad piblica». Una competencia exclusiva que
no es tal, ya que tiene como limite la también competencia exclusiva que
corresponde al Estado sobre la seguridad piblica en virtud del articulo
149.1.292 de la Constitucién. Esa delimitacién queda, pues, remitida por
el Estatuto a la legislacién que desarrolle este precepto.

2) Cataluia (Ley Orgdnica 6/2006, de 19 de julio); el nuevo Estatuto
dedica todo un articulo a la delimitacién de competencias en esta materia:

«Articulo 132. Emergencias y proteccién civil.

1. Corresponde a la Generalitat la competencia exclusiva en materia
de proteccién civil, que incluye, en todo caso, la regulacién, la planificacién
y ejecucién de medidas relativas a las emergencias y la seguridad civil, asi
como la direccién y coordinacién de los servicios de proteccién civil, que
incluyen los servicios de prevencién y extincién de incendios, sin perjuicio
de las facultades en esta materia de los gobiernos locales, respetando lo
establecido por el Estado en el ejercicio de sus competencias en materia
de seguridad piblica.

2. La Generadlitat, en los casos relativos a emergencias y proteccién
civil de alcance superior en Catalufia, debe promover mecanismos de
colaboracién con otras Comunidades Auténomas y con el Estado.

3. Corresponde a la Generalitat la competencia ejecutiva en materia

de salvamento maritimo en los términos que determine la legislacién del
Estado.
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4. la Generdlitat participa en la ejecucién en materia de seguridad
nuclear en los términos que se acuerden en los convenios suscritos al efecto
y, en su caso, en las Leyes».

Pese a la més larga descripcion de las competencias que correspon-
den a la Comunidad Auténoma, la solucién no difiere mucho respecto del
Estatuto valenciano.

3) Islas Baleares (Ley Orgénica 1/2007, de 28 de febrero); su Estatuto
hace una regulacion escueta similar a la valenciana en su articulo 31: «En
el marco de la legislacién bésica del Estado, corresponden a la Comunidad
Auténoma de las llles Balears el desarrollo legislativo y la ejecucién de las
siguientes materias: (...) 11. Proteccién civil. Emergencias».

4) Andalucia (Ley Orgdnica 2/2007, de 19 de marzo); su Estatuto
contiene un precepto similar al catalén:

«Articulo 66. Proteccién civil y emergencias

1. Corresponde a la Comunidad Auténoma la competencia exclusiva
en materia de proteccién civil que incluye, en todo caso, la regulacién,
la planificacién y ejecucién de medidas relativas a las emergencias y la
seguridad civil, asi como la direccién y coordinacién de los servicios de
proteccién civil, que incluyen los servicios de prevencién y extincién de
incendios respetando las competencias del Estado en materia de seguridad
publica.

2. Corresponden a la Comunidad Auténoma competencias de ejecu-
cién en materia de salvamento maritimo en el litoral andaluz.

3. La Comunidad Auténoma participa en la ejecucién en materia
de seguridad nuclear en los términos que establezcan las leyes y en los
convenios que al respecto se suscriban».

5) Aragén (Ley Orgénica 5/2007, de 20 de abiril); el nuevo Estatuto
regula la materia en el articulo 71: «en el dmbito de las competencias
exclusivas, la Comunidad Auténoma de Aragén ejercerd la potestad legis-
lativa, la potestad reglamentaria, la funcién ejecutiva y el establecimiento
de politicas propias, respetando lo dispuesto en los articulos 140 y 149.1
de la Constitucién. Corresponde a la Comunidad Auténoma la competencia
exclusiva en las siguientes materias: {...] 57 Proteccién civil, que incluye,
en fodo caso, la regulacién, la planificacién, la coordinacién y la ejecu-
cién de medidas relativas a emergencias y seguridad civil ante incendios,
catdstrofes naturales, accidentes y otras situaciones de necesidad».
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6) Castilla y Ledn (Ley Orgdnica 14/2007, de 30 de noviembre); el
dltimo de los Estatutos reformados por ahora dispone en su articulo 71.1
que «en el marco de la legislacién bésica del Estado y, en su caso, en los
términos que ella establezca, es competencia de la Comunidad de Castilla
y Ledn el desarrollo legislativo y la ejecucién de la legislacién del Estado
en las siguientes materias: (...) 162 Proteccién civil, incluyendo en todo
caso la regulacién, planificacién y ejecucién de medidas relativas a las
emergencias y la seguridad civil, asi como la coordinacién y formacién de
los servicios de proteccién civil, entre ellos los de prevencién y extincién
de incendios».

A estos textos es previsible que en un futuro préximo se unan otros (29).
De su comparacién puede deducirse una contradiccién que es mds aparente
que real en cuanto al alcance de las competencias autonémicas. La mayoria
se inclina por considerar que la competencia de la respectiva Comunidad
Auténoma es exclusiva, mientras que otros consideran que es solamente

(29) El 13 de septiembre de 2006 el Parlamento de Canarias aprobé un proyecto de nuevo
Estatuto de Autonomia que fue remitido al Congreso de los Diputados pero que no llegé a completar
su tramitacién al haber sido retirado por el propio Parlamento canario en diciembre de 2007 (texto
del proyecto en Boletin Oficial de las Cortes Generales, Congreso de los Diputados, nomero B-261-1
de 22 de septiembre de 2006). Actualmente esta abierto el debate sobre la aprobacién de un nuevo
texto. El proyecto contenia el siguiente precepto:

«Articulo 83. Proteccién civil y emergencias.

1. Corresponde a la Comunidad Auténoma de Canarias la competencia exclusiva en materia
de proteccién civil, que incluye, en todo caso, la regulacién, planificacién y ejecucién de medidas
relativas a las emergencias y la seguridad civil, asi como la direccién y coordinacién de los servicios
de proteccién civil, que incluyen los servicios de prevencién y extincién de incendios.

2. Corresponde a la Comunidad Auténoma de Canarias la competencia ejecutiva en materia
de salvamento maritimo. A tal fin, se establecerd en el plazo de 2 afios un sistema consorcial con los
servicios de salvamento dependientes del Estado, en los términos que se establezcan en la Comisién
Bilateral de Cooperacién Canarias-Estado».

En el momento de finalizar la redaccién de estas lineas, se tramita en las Cortes Generales
el proyecto de nuevo Estatuto de Autonomia de Castilla-la Mancha (Boletin Oficial de las Cortes
Generales, Congreso de los Diputados, nimero B-18-1 de 11 de abril de 2008) que al respecto de
lo que venimos tratando dispone lo que sigue:

«Articulo 132. Proteccién civil y emergencias.

1. Lla Junta de Comunidades tiene atribuida de forma exclusiva la competencia sobre protec-
cién civil, sin perjuicio de las facultades que en esta materia ostentan los entes locales respetando lo
establecido por el Estado en el ejercicio de sus competencias en materia de seguridad piblica.

2. la Junta de Comunidades promoverd la colaboracién con otras Comunidades Auténomas
y con el Estado para atender las emergencias y la proteccién civil en supuestos que superen el
territorio de Castilla-la Mancha.

3. la Junta de Comunidades participa en materia de seguridad nuclear en los términos que
establezcan las leyes y los convenios que al respecto se suscriban».
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de desarrollo y ejecucién de la legislacién basica del Estado, aunque la
Constitucién no mencione la misma en relacién ni con la proteccién civil
ni con la seguridad piblica. No hay verdadera contradiccién porque
los Estatutos que sucumben a la tentacién de reclamar la exclusividad lo
hacen con la tradicional cautela de afirmar al mismo tiempo el respeto de
las competencias del Estado conforme al articulo 149 de la Constitucién,
precepto que también habla de competencias exclusivas. Hace afios quedd
claro que cuando se afirman simultGneamente competencias exclusivas
sobre la misma materia en realidad se trata de competencias compartidas
o concurrentes respecto de las cuales habré que hacer la correspondiente
delimitacion (30).

Cierto que no es lo mismo hablar de competencias exclusivas que
ceden ante otras competencias del Estado en determinados casos (emer-
gencias de interés nacional) que de competencias de desarrollo legislativo
que deberén someterse a las bases establecidas por el Estado. En teoria
se podria mantener que los Estatutos de Autonomia deben clasificarse en
dos familias donde las competencias autonémicas son diferentes (con o sin
sujecién a la legislacién bésica) y, por tanto, también el alcance de las
competencias estatales. Pero esto seria mds un espejismo que ofra cosa,
ya que la Ley de Proteccién Civil viene actuando de facto como una norma
basica que condiciona el desarrollo legislativo que han emprendido todas
las Comunidades Auténomas.

Como sefala GARCiA DE ENTERRIA (31), el Tribunal Constitucional ha
establecido «una «concepcién material» del concepto de bases, a partir
de sus Sentencias de 28 de julio de 1981 y 28 de enero de 1982: las
«normas no son bdasicas por el mero hecho de estar contenidas en una
Lley y ser en ellas calificadas como tales (lo cual seria consecuencia légica

(30) STC 1/1982, de 28 de enero: «es claro que ambas competencias «exclusivas» estdn
llamadas objetiva y necesariamente a ser concurrentes»; STC 20/1988, de 18 de febrero: «la cali-
ficacién juridica que las competencias de las Comunidades Auténomas deben merecer no deriva de
una lectura aislada de la denominacién que tales competencias reciban en los textos estatutarios,
sino de una interpretacién sistemdtica de todo el bloque de la constitucionalidad, dentro del cual,
como es evidente, la Constitucién conserva intacta su fuerza normativa dominante como ley superior
de todo el ordenamiento; fuerza normativa que no se agota ni disminuye con la promulgacién de
los Estatutos de Autonomia, cuyos preceptos, por mas que califiquen como exclusiva la competencia
asumida ratione materiae, nada pueden frente a las normas constitucionales que, en su caso, reco-
nozcan al Estado fitulos competenciales sobre esa misma materia».

(31) Eduardo GARCiA DE ENTERRIA y Tomds-Ramén FERNANDEZ, Curso de Derecho Administrativo
I, decimotercera edicién, Thomson-Civitas, Cizur Menor (Navarra), 2006, p. 300 y siguientes.

354



DE LA PROTECCION CIVIL A LA GESTION DE EMERGENCIAS. LA EVOLUCION DEL MARCO NORMATIVO

de una nocién formal de base), sino que lo esencial del contenido de
bases es su contenido». Este contenido estd constituido esencialmente por
la regulacién del «interés general» de la materia de que se trate, el que,
por tanto, ha de definirse con el cardcter de una normativa nacional y
supraautonémica, y ello siempre que no se exceda ese interés general». Y
més adelante, al distinguir dentro de la normacién basica del Estado tres
elementos distintos configurados como circulos concéntricos (el nicleo mate-
rial del interés general, el de encuadramiento y el de suplencia), explica
lo siguiente del primero de ellos: «el circulo interior, al que hemos llamado
«nicleo material de interés general» (de «nicleo bésico» ha hablado la
Sentencia constitucional de 28 de abril de 1983 y de «aspecto nuclear»
la de 20 de mayo siguiente; «aspectos centrales nucleares del régimen
juridico de una determinada institucién»: Sentencia de 9 de junio de 1986),
es el que ha de sostener la regulacién completa e integra (y no meramente
incoada o abstracta, de modo que necesitase una ulterior determinacién)
del interés general, o nacional o supraautonémico, de la materia de que
se trate. Aqui, justamente, resulta aplicable toda la jurisprudencia constitu-
cional referida sobre el concepto material de bases. En este circulo, pues,
compete al Estado regular la materia por si solo, agotarla, sin tener que
dejar una posibilidad normativa concurrente a la formacién autonémica,
precisamente porque aqui se encuentra su porcién propia en la regulacién
del conjunto. Por ello, incluso si las exigencias de ese interés general mate-
rial que define este nicleo requiriese una regulacién pormenorizada, el
pormenor seria también propio del Estado (o por la propia norma bésica
inicial, o por posteriores normas complementarias del propio Estado), por
lo mismo que suya es la definicién y el sostenimiento del interés gene-
ral en su sentido material (pudiendo llegar a regulaciones de detalle y
exhaustivas, e incluso de ejecucién cuando ello es preciso para asegurar
una formacién uniforme en todo el territorio nacional: Sentencia de 30
de mayo de 1996). No opera, pues, respecto de ese nicleo material del
conjunto la distincién entre principio y desarrollo, entre regulacién abstracta
o genérica y precisién concreta como criterio de distribucién territorial de
las respectivas competencias normativas, distribucién que entraré a jugar
en el siguiente circulo, no en este primero, atribuido en su totalidad Gnica
y exclusivamente al Estado».

Recordemos lo que decia la STC 102/1995, de 26 de junio: «la
«legislacién bésica» ofrece un perimetro amplio por su formulacién genérica
con un contenido esencialmente normativo. Habrd de ser, en principio,
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un conjunto de normas legales aun cuando también resulten admisibles
—con cardcter excepcional, sin embargo— las procedentes de la potestad
reglamentaria que la Constitucién encomienda al Gobierno de la Nacién
(articulo 97 CE), siempre que resulten imprescindibles y se justifiquen por su
contenido técnico o por su carécter coyuntural o estacional, circunstancial
y, en suma, sometido a cambios o variaciones frecuentes e inesperadas.
Ahora bien, el contenido normativo de lo bésico en esta materia no significa
la exclusién de otro tipo de actuaciones que exijan la intervencién estatal,
solucién ciertamente excepcional a la cual sélo podré llegarse cuando no
quepa establecer ningin punto de conexién que permita el ejercicio de las
competencias autonémicas o cuando ademas del cardcter supraautonémico
del fenémeno objeto de la competencia no sea posible el fraccionamiento
de la actividad piblica ejercida sobre él'y, aun en este caso, siempre que
dicha actuacién tampoco pueda ejercerse mediante mecanismos de coope-
racién o de coordinacién y, por ello, requiera un grado de homogeneidad
que sélo pueda garantizar su atribucién a un Gnico titular, forzosamente
el Estado, y cuando sea necesario recurrir a un ente supraordenado con
capacidad de intereses contrapuestos de sus componentes parciales, sin
olvidar el peligro inminente de dafos irreparables, que nos sitda en el
terreno del estado de necesidady.

Pues bien, aun cuando el Tribunal Constitucional no haya dado el paso
de afirmar que en materia de proteccién civil el Estado ostenta competencia
para dictar legislacién basica (ya que la Constitucion no lo establece asi
expresamente al regular la seguridad publica), sus reflexiones en torno
a las competencias estatales que justifican la promulgacién de la Ley de
Proteccién Civil son practicamente idénticas a las que hace cuando analiza
la naturaleza de la legislacion basica. Asi, la STC 133/1990, de 19 de
julio, cuando afirma que «esta competencia autonémica se encuentra con
determinados limites, que derivan de la existencia de un posible interés
nacional o supraautonémico que pueda verse afectado por la situacién de
catdstrofe o emergencia: Bien por la necesidad de prever la coordinacién
de Administracién diversas, bien por el alcance del evento (afectando a
varias comunidades Auténomas) o bien por sus dimensiones, que pueden
requerir una direccién nacional de todas las Administraciones piblicas
afectadas, y una aportacién de recursos de nivel supraautonémico. Y, como
consecuencia, e intimamente en relacién con tal posibilidad, no pueden
negarse al Estado las potestades necesarias para obtener y salvaguardar
una coordinacién de distintos servicios y recursos pertenecientes a milti-
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ples sujetos, asi como (si fuera necesario) para garantizar una direccién
y organizacién unitarias: Esto es, tanto competencias de tipo normativo
(disponiendo e instrumentando técnicas de coordinacién] como de tipo
ejecutivo, asumiendo las instancias estatales tareas de direccién. Las com-
petencias asumidas por las Comunidades Auténomas encuentran pues, su
limite, en la policia de seguridad piblica que la Constitucién reserva a la
competencia estatal en su art. 149.1.29, en cuanto tal seguridad pdblica
presenta una dimensién nacional, por la importancia de la emergencia,
o por la necesidad de una coordinacién que haga posible prevenir vy,
en su caso, reducir los efectos de posibles catéstrofes o emergencias de
alcance supraautonémico». Y més adelante esta misma sentencia, refi-
riéndose a la competencia estatal para elaborar la Norma Basica de
Proteccién Civil, la justifica con estos razonamientos: «al reconocimiento
de unas potestades legislativas y reglamentarias de la Comunidad Vasca
no empece una competencia estatal con idénticas potestades y que puede
condicionar el ejercicio de las facultades autonémicas cuando concurra el
interés supraautonémico general. Pues el mantenimiento de una direccién
y organizacién unitarias ante estas emergencias excepcionales razona-
blemente requiere de una coordinacién de los distintos planes territoriales
(municipales, supramunicipales, insulares, provinciales y de cada Comuni-
dad Auténoma) mediante la fijacién de unos contenidos minimos comunes
que permitan su posterior integracién en un conjunto plenamente operativo
y susceptible de una répida aplicacién».

Aunque la Constitucién no lo previera expresamente y algunos Esto-
tutos de Autonomia tampoco lo digan, sélo la consideracién de la Ley
de Proteccién Civil (y también de la Norma Bésica pese a su naturaleza
reglamentaria) como una norma estatal de carécter béasico que puede ser
desarrollada o complementada por la legislacién autonémica dota de
inteligibilidad al sistema.

VIl. INCIDENCIA DE LA NORMATIVA SUPRAESTATAL

Ya se mencionaba al inicio de este trabajo el influjo que ha tenido
el Derecho Internacional Humanitario en la génesis de la legislacion de
proteccién civil. Pero en las Gltimas décadas han ido apareciendo otras
normas de cardcter supraestatal que inciden directamente en la materia
y a las que conviene hacer alguna referencia. Se trata, de un lado, de
tratados o acuerdos de organizaciones internacionales (Naciones Unidas,
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Consejo de Europa) dirigidos a la cooperacién internacional en casos de
emergencia; y por ofro, de normas y actos de las instituciones de la Unién
Europea cuya infervencién en la materia previsiblemente se ird incremen-
tando en el futuro.

1. Derecho Internacional

Aunque la Carta de las Naciones Unidas tenga como referencia prin-
cipal el mantenimiento de la paz y seguridad y la resolucién de conflictos
internacionales, incluye también entre sus propésitos impulsar «la coopera-
cién internacional en la solucién de problemas internacionales de carécter
econdmico, social, cultural o humanitario». Entre las primeras medidas de
cooperacién humanitaria que abordé la nueva organizacién estuvieron las
relacionadas con la reconstruccién de las zonas afectadas por la Il Guerra
Mundial y la atencién a los refugiados, lo que llevaria en 1950 a la crea-
cién del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados
(ACNUR). Con el paso del tiempo las actuaciones humanitarias han ido
amplidndose desde las derivadas de conflictos armados a las que son
consecuencia de los desastres naturales, accidentes o catdstrofes.

En los (ltimos afos se ha venido configurando todo un sector del Dere-
cho Internacional Humanitario en relacién con las emergencias dirigido,
como sefiala OJINAGA Ruiz (32), a «asegurar a las victimas de emergencias
humanitarias el acceso a la asistencia humanitaria internacional que pue-
dan poner a su disposicién mediante ofrecimiento los actores capacitados
para proporcionarla cuando el Estado territorial no se encuentre en dispo-
sicién de subvenir con los recursos locales a sus necesidades esenciales
de supervivencia». Dado que la asistencia humanitaria se conecta con el
derecho de las victimas incluso se ha justificado en ocasiones la «injeren-
cia humanitaria» de ofros Estados u organizaciones internacionales para
proporcionarla.

La Asamblea General de las Naciones Unidas ha dedicado diver-
sas resoluciones a la asistencia humanitaria de las victimas de desastres
naturales y situaciones de emergencia. La Resolucién 43/131, de 1988,
encomendé a la Secretaria General la elaboracion de un informe sobre
el refuerzo de los mecanismos internacionales de socorro; la Resolucién

(32) Rosario OJINAGA Ruiz, Emergencias humanitarias y Derecho Internacional, Tirant lo Blanc,

Valencia, 2005, p. 602.
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45/100, de 1990, le encargd adoptar medidas para establecer corredo-
res de socorro para la distribucién de ayuda alimentaria y médica y para
elaborar una lista de expertos y organismos movilizables en casos de emer-
gencia; y por fin la Resolucion 46/182 de 1991 establecié unos principios
rectores de la ayuda humanitaria entre los cuales se atribuye a la Secretaria
General el liderazgo en su coordinacién, si bien partiendo siempre de la
soberania estatal y del consentimiento de los Estados afectados.

Mediante Resolucién 44/236, de 1989, se proclamé el periodo 1990-
2000 como «Decenio Internacional para la reduccién de los desastres
naturales», lo que ha dado lugar a una serie de iniciativas para intensificar
la coordinacién internacional de la asistencia humanitaria de emergencia,
entre ellas la elaboracién de una «Estrategia Internacional de Reduccién
de Desastres» y la creacién en 1991, dependiendo de la Secretaria Gene-
ral, de un Departamento de Asuntos Humanitarios reorganizado en 1998
como Oficina de Coordinacién de los Asuntos Humanitarios (OCHA). La
Resolucién 55/2 del afio 2000 conocida como «Declaracién del Milenio»
introdujo entre sus objetivos «intensificar la cooperacién con miras a redu-
cir el nimero y los efectos de los desastres naturales y de los desastres
provocados por el hombre».

Entre los tratados impulsados por las Naciones Unidas o sus organi-
zaciones especializadas en esta materia cabe destacar:

a) Convencién de Viena sobre «pronta notificacion de accidentes
nucleares y asistencia en caso de accidente nuclear o emergencia radio-
légica» de 26 de septiembre de 1986, ratificada por Espafia mediante
instrumento de 30 de agosto de 1989.

b) Convenio de Helsinki sobre «los efectos transfronterizos de los
accidentes industriales» de 17 de marzo de 1992, ratificado por Espaiia
mediante instrumento de 9 de mayo de 1997.

c) Convenio de Tampere «sobre el suministro de recursos de telecomu-
nicaciones para la mitigacién de catdstrofes y las operaciones de socorro
en caso de catéstrofes» de 18 de junio de 1998, ratificado por Espafa
mediante instrumento de 10 de febrero de 2000.

Existe también una Organizacién Internacional de Proteccién Civil que
tiene su origen en 1931 en una asociacién privada surgida dentro de la
promocién del Derecho Internacional Humanitaria («Association des Lieux
de Genéve») y que se convierte en 1972 en organizaciéon interguberna-
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mental que favorece la cooperacién para el impulso de los servicios de
proteccién civil. Agrupa sobre todo a paises africanos y asidticos (Espafia
no es miembro) y no forma parte del sistema de Naciones Unidas.

El Consejo de Europa, que tiene como objetivos principales la protec-
cién de los derechos humanos y la identidad cultural europea, también se
ha ocupado de la cooperacién en materia de emergencias. En marzo de
1987 aprobé un acuerdo sobre riesgos graves («EUR-OPA Major Hazards
Agreement») para impulsar una cooperacién mds estrecha entre los Estados
miembros en materia de prevencién e intervencién en casos de catéstrofes
naturales y tecnolégicas. Este acuerdo se califica de «parcial abierto» por-
que en el grupo de trabajo creado no participan todos los miembros del
Consejo de Europa sino sélo los 22 que voluntariamente se han adscrito,
y ademds ofros tres paises sudmediterrdneos.

En cualquier caso, tanto las iniciativas de las Naciones Unidas como
las del Consejo de Europa por el momento no pasan de la cooperacion
internacional tanto en el estudio y la prevencion de riesgos como en la
intervencién ante accidentes graves o desastres naturales, ya sea directa-
mente enfre gobiernos o a través de los organismos o agencias interna-
cionales que actian en la materia, sin que se hayan creado normas que
se incorporen al derecho interno e incidan sobre la organizacién nacional
del sistema de proteccién civil.

2. Derecho de la Unién Europea

Distinto es el caso del derecho de la Unién Europeq, ya que este si es
capaz de generar normas de aplicacién directa (reglamentos y decisiones)
o que se han de incorporar mediante su trasposicion al derecho inferno
(directivas).

La proteccién civil es una materia incorporada a las actividades atribui-
das a la Comunidad Europea por el Tratado de la Unién Europea o Tratado
de Maastricht de 1992. Este tratado incluye entre las acciones necesarias
para atender los fines de la Comunidad «medidas en los dmbitos de la
energia, de la proteccién civil y del turismo» en la nueva redaccién del
articulo 3.1) del Tratado constitutivo de la Comunidad Europea y también
contenia una «declaracién relativa a la proteccién civil, energia y turismos.
El mismo contenido se mantuvo como articulo 3.u) del Tratado constitutivo
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en la versién consolidada tras el Tratado de Amsterdam, sin alteracién tras
los posteriores tratados de Niza y Atenas.

Por el momento no existe una politica comdn en la materia sino Gni-
camente acciones de cooperacién. Los gobiernos de los paises miembros
acordaron oficialmente coordinar sus estrategias de proteccién civil en una
reunién ministerial celebrada en Roma en 1985. Mediante diversas resolu-
ciones del Consejo y de los representantes de los gobiernos de los Estados
miembros se acordd, primero, el establecimiento de una cooperacién en
materia de proteccién civil (25 de junio de 1987, 13 de febrero de 1989),
posteriormente la mejora de la asistencia reciproca entre Estados miembros
en caso de catdstrofes naturales o tecnolégicas (23 de noviembre de 1990,
8 de julio de 1991), el fortalecimiento de la cooperacién comunitaria en
materia de proteccién civil (31 de octubre de 1994) y, posteriormente,
esta cooperacién ha dado lugar a un «programa de accién comunitaria a
favor de la proteccién civil» aprobado por Decision del Consejo de 19 de
diciembre de 1997 y renovado por posteriores decisiones. Este programa
tenia por objeto apoyar los esfuerzos de los Estados miembros y facilitar
intercambios entre los especialistas europeos del sector y pasaba por elegir
proyectos que fueran subvencionados conjuntamente por la Comunidad y al
menos un Estado miembro y que abarcaran los émbitos de la evaluacién,
prevencién y atenuacién del riesgo, la informacién al piblico, la prepa-
racién e intervencién, el andlisis a posteriori y las medidas horizontales
de cooperacién.

Todas estas iniciativas han acabado fructificando en la Decisién del
Consejo 2001/792/CE, de 23 de octubre, por la que se establece un
«mecanismo comunitario para facilitar una cooperacion reforzada en las
intervenciones de ayuda en el dmbito de la proteccién civil», posteriormente
completado y modificado por decisiones de 29 de diciembre de 2003, 8
de noviembre de 2007 y 20 de diciembre de 2007. La finalidad de este
mecanismo es prestar apoyo, cuando se solicite, en caso de emergencias
importantes y facilitar una mejor coordinacién de las intervenciones de
ayuda prestada por los Estados miembros y por la Comunidad teniendo
en cuenta las necesidades particulares de las regiones aisladas y ultrape-
riféricas y ofras regiones o islas de la Comunidad. En tal sentido lo mas
relevante es la creacién y gestion de un Centro de Control e Informacién
(CCI) accesible y capaz de responder inmediatamente las 24 horas del
dia y que presta sus servicios a los Estados miembros y a la Comisién,
el establecimiento y gestién de un Sistema Comin de Comunicacién e
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Informacién de Emergencia (SCCIE) que permite la comunicacién vy el
intercambio de informacién entre el CCl y los puntos de contacto de los
Estados miembros y el desarrollo de sistemas de deteccion y alerta rapida
en caso de catdstrofes. La gestién de todos estos recursos se encomienda
a la Comisién.

En un futuro préximo parece que se va a mantener a la proteccién civil
dentro del dmbito de la cooperacién reforzada. El articulo 6 del vigente
Tratado de Funcionamiento de la Unién Europea, versién consolidada tras
el Tratado de Lisboa (33), establece que «la Unién dispondrd de competen-
cia para llevar a cabo acciones con el fin de apoyar, coordinar o comple-
mentar la accién de los Estados miembros. Los dmbitos de estas acciones
seran, en su finalidad europea: (...) f) la proteccién civil». Se dedica un
articulo especifico, el 196, a esta materia, con el siguiente contenido:

«1. La Unién fomentaré la cooperacién entre los Estados miembros con
el fin de mejorar la eficacia de los sistemas de prevencién de las catéstrofes
naturales o de origen humano y de proteccién frente a ellas.

La accién de la Unién tendré por objetivo:

a) apoyar y complementar la accién de los Estados miembros a escala
nacional, regional y local por lo que respecta a la prevencién de riesgos,
la preparacién de las personas encargadas de la proteccién civil en los
Estados miembros y la intervencién en caso de catdstrofes naturales o de
origen humano dentro de la Unién;

b) fomentar una cooperacién operativa répida y eficaz dentro de la
Unién entre los servicios de proteccién civil nacionales;

c) favorecer la coherencia de las acciones emprendidas a escala
internacional en materia de proteccién civil.

2. El Parlamento Europeo y el Consejo, con arreglo al procedimiento
legislativo ordinario, establecerdn las medidas necesarias para contribuir a
la consecucién de los objetivos contemplados en el apartado 1, con exclu-
sién de toda armonizacién de las disposiciones legales y reglamentarias
de los Estados miembros».

No obstante lo dicho, de donde se deduce que ni a corto ni a medio
plazo es previsible una normativa europea especifica elaborada al amparo

(33) Diario Oficial de la Unién Europea C 115 de 9 de mayo de 2008.
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de las competencias sobre proteccién civil de la Unién Europea, hemos de
sefialar que ya existen normas de cardcter europeo directamente relaciona-
das con la proteccién civil pero que se han ido elaborando con invocacién
de competencias sobre otras materias diferentes. Esta normativa se refiere
a los siguientes ambitos:

a) Las «Directivas Seveso». En 1976 en una planta quimica de Seveso,
norte de ltalia, se produjo una explosién que liber6 a la atmésfera una nube
de tetraclorodibenzodioxina, sustancia sumamente peligrosa y que obligd a
la evacuacién de la poblacion cercana y a que mas de dos mil personas
tuvieran que ser atendidas por envenenamiento aunque no se registraron
muertes. A consecuencia de ello se aprobé la Directiva 1982/501/CEE
del Consejo, de 24 de junio, relativa a los riesgos de accidentes graves en
determinadas actividades industriales (conocida como «Directiva Seveso I»),
que se justificaba en las competencias comunitarias sobre medio ambiente
y sobre seguridad y proteccién sanitaria en los centros de trabajo. Sus
disposiciones se aplican a industrias que manejan las sustancias quimicas
peligrosas definidas en una relacién anexa a la Directiva y se dirigian
tanto a la adopcién de medidas preventivas, entre ellas la elaboracion de
un plan de urgencia y de intervencién en el exterior, como de medidas de
infervencién en caso de producirse un accidente. Esta norma fue modificada
parcialmente por la Directiva 1987/216/CEE, de 19 de marzo, y por la
Directiva 1988/610/CEE, de 24 de noviembre.

La Directiva fue traspuesta al derecho espafiol por Real Decreto
886/1988, de 15 de julio, sobre prevencién de accidentes mayores en
determinadas actividades industriales, modificado por el Real Decreto
952/1990, de 29 de junio, para adaptarse a las modificaciones poste-
riores. Por parte de las Comunidades Auténomas también se han dictado
diversas normas reglamentarias para adecuar las competencias de sus
érganos y sus procedimientos a las exigencias de aquel Real Decreto.

La Directiva Seveso | fue derogada por la Directiva 1996/82/CE
del Consejo, de 9 de diciembre, relativa al control de los riesgos inheren-
tes a los accidentes graves en los que intervengan sustancias peligrosas,
conocida como «Directiva Seveso Il» y elaborada a consecuencia de la
experiencia adquirida en la materia y de las lineas del nuevo Programa
Comunitario de Accién sobre el Medio Ambiente. Esta segunda norma
fue a su vez modificada parcialmente por la Directiva 2003/105/CE del
Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 de diciembre (alguna vez citada
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como «Seveso lll»), ampliando el dmbito de aplicacién a nuevas actividades
industriales y nuevas sustancias como consecuencia de la experiencia de
diversos accidentes.

La nueva Directiva fue traspuesta al ordenamiento espafiol mediante
Real Decreto 1254/1999, de 16 de julio, por el que se aprueban medidas
de control de los riesgos inherentes a los accidentes graves en los que inter-
vengan sustancias peligrosas, que derogé la anterior regulacion de 1988.
Ha sido modificado en dos ocasiones, por Real Decreto 119/2005, de 4
de febrero (a consecuencia de las objeciones planteadas por la Comisién
Europea) y por Real Decreto 948/2005, de 29 de julio (a consecuencia
de la modificacién de la Directiva). Las normas comunitarias también han
sido recogidas por las directrices basicas de proteccién civil para el control
y planificacién ante el riesgo de accidentes graves en los que intervienen
sustancias peligrosas (la vigente aprobada por Real Decreto 1196/2003,
de 19 de septiembre).

b) El némero de llamada de urgencia Gnico europeo. Mediante Deci-
sion 1991/396/CEE del Consejo, de 29 de julio, se disponia la creaciéon
de un nimero de llamada de urgencia Gnico europeo, el 112. La propia
Decisién, aunque aludia a la Resolucion de 13 de febrero de 1989 rela-
tiva a los nuevos progresos de la cooperacién comunitaria en materia de
proteccién civil, reconocia expresamente que «el Tratado no prevé, para
la adopcién de la presente Decisién, més poderes de accién que los del
articulo 235», esto es, el precepto que indicaba que «cuando una accién
de la Comunidad resulte necesaria para lograr, en el funcionamiento del
mercado comdn, uno de los objetivos de la Comunidad, sin que el presente
Tratado haya previsto los poderes de accién necesarios al respecto, el
Consejo, por unanimidad, a propuesta de la Comisién y previa consulta
a la Asamblea, adoptaré las disposiciones pertinentes». A falta de com-
petencias sobre proteccién civil el Consejo se aferraba a esta clausula
genérica conectada con el mercado comin.

La Decisién obligaba a los Estados miembros a introducir, antes de final
de 1992, el nimero 112 en sus respectivas redes telefénicas piblicas y en
las futuras redes digitales de servicios integrados y en los servicios publicos
méviles como nimero de llamada de urgencia Gnico europeo y a garantizar
que las llamadas recibieran la respuesta y la atencién apropiadas.

En Espafia fueron las Comunidades Auténomas las que a partir de esta
Decisién fueron incorporando a sus centros de coordinacién y atencién de
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emergencias el nimero 112, aunque excediendo el plazo previsto por el
Consejo. Posteriormente y con cierto retraso la materia ha sido recogida
dentro de la normativa estatal sobre el servicio telefénico; en particular,
el Real Decreto 769/1997, de 30 de mayo, establecié que las llamadas
al nimero 112 sean gratuitas, y el Real Decreto 903/1997, de 16 de
junio, regula el acceso, mediante redes de telecomunicaciones, al servicio
de atencién de llamadas de urgencia a través del nimero telefénico 112
y que en resumen dispone que:

— La prestacién del servicio de atencién de llamadas de urgencia
112 se lleva a cabo por las Comunidades Auténomas.

— EI servicio es compatible con otros servicios de llamadas de
urgencia;

— El 112 puede utilizarse por los ciudadanos para requerir, en
casos de urgente necesidad, la asistencia de los servicios piblicos
competentes en materia de atencién de urgencias sanitarias, de
extinciéon de incendios y salvamento, de seguridad ciudadana
y, por la posible necesidad de coordinar los anteriores, de pro-
teccién civil, cualquiera que sea la Administracién publica de la
que dependan.

— Cada centro de recepcion de llamadas atiende un drea geogré-
fica concreta determinada por la entidad prestataria del servicio,
como mdaximo un punto de acceso a la red telefénica piblica por
provincia, salvo en las comunidades insulares.

— En ningln caso podrén producirse solapamientos territoriales y
a estos efectos, las Comunidades Auténomas deben controlar las
formas de gestion del servicio para que queden claramente dife-
renciados los distintos dmbitos de atencién del mismo.

c) Transporte de mercancias peligrosas por carretera. La Directiva
1994/55/CE del Consejo, de 21 de noviembre, sobre la aproximaciéon
de las legislaciones de los Estados miembros con respecto al transporte
de mercancias peligrosas por carretera se dicta dentro de la competencia
especifica de la Comunidad para establecer una politica comén de trans-
porte. Ha sido posteriormente modificada por la Directiva 2000/61/CE,
del Parlamento Europeo y del Consejo, de 10 de octubre, por la Directiva
2003/28/CE de la Comisién, de 7 de abril, y por la Directiva 2006/89/
CE de la Comisiéon, de 3 de noviembre.
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Al igual que las Directivas Seveso, esta norma incide sobre la protec-
cién civil ya que ademdés de las medidas de prevencién que regulan cémo
ha de realizarse el transporte obliga a elaborar y llevar en cada vehiculo
unas instrucciones para caso de accidente, a proporcionar formacién a los
conductores para actuar en tal caso, e impone medidas de intervencién ante
los siniestros. Sus disposiciones fueron traspuestas al ordenamiento espafiol
mediante Real Decreto 2115/1998, de 2 de octubre, sobre transporte de
mercancias peligrosas por carretera, derogado y sustituido por el Real
Decreto 551/2006 de 5 de mayo, por el que se regulan las operaciones de
transporte de mercancias peligrosas por carretera en territorio espariol.

VIIl. RECAPITULACION Y CONCLUSIONES

Los antecedentes de lo que hoy conocemos como legislacién sobre
proteccién civil y gestion de emergencias se pueden situar en dos dmbitos
muy diferentes entre si pero que finalmente han tenido consecuencias con-
vergentes. De un lado nos encontramos con las disposiciones y servicios
establecidos a nivel municipal para reaccionar frente a diversos dafios
y calamidades y muy especialmente para la prevencion y extincién de
incendios. De otro lado, con una serie de normas relativas a los efectos
de las guerras, las del Derecho Internacional Humanitario que surge a
partir de 1863 para poner limites a las actividades bélicas y proteger a
los combatientes y a la poblacién civil, y las relativas a la defensa pasiva
surgidas entre las dos guerras mundiales como actividad especifica de
proteccién ante las nuevas armas aéreas.

De la confluencia de estos dos sistemas de atencién de riesgos surge la
proteccién civil en la época posterior a la segunda postguerra mundial (en
Espafia, en 1960). Dos sistemas muy diferentes, ya que el primero, los servi-
cios municipales de incendios, tienen un cardcter descentralizado y civil, mien-
tras que el segundo, la defensa pasiva, lo tiene centralizado y militarizado.
La sintesis constituye un sistema jerarquizado a nivel municipal, provincial y
nacional, siempre bajo la direccién de la Administracion del Estado.

La evolucién de los medios de intervencién piblica que acaban con-
figurando la proteccién civil es similar en Espaiia a la de otros paises.
Supone pasar de medidas de mera reaccién ante los siniestros a medi-
das de prevencién de los riesgos a fin de evitarlos o mitigar sus efectos,
medidas que se contienen tanto en normas sectoriales (de ordenacion del
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territorio y urbanismo, de medio ambiente, de espectaculos piblicos, de
actividades industriales, de transporte, efc.) como en las especificamente de
proteccion civil, Gmbitos ambos que comparten amplias zonas grises que
hacen a menudo dificil su exacta delimitacién. La prevencién se extiende
a la planificacién de las intervenciones ante las situaciones de calamidad
o catéstrofe, coordinando los diversos servicios que han de actuar para
proteger a personas y bienes, para reducir y reparar los dafios y para
volver a la situacién de normalidad. Como resultado del transito que va
desde la primitiva improvisacién y mera reaccién de las autoridades hasta
una accién permanente y organizada de los poderes piblicos la proteccién
civil queda configurada como un servicio piblico.

Por ofro lado, la conversién de la defensa pasiva, centrada en los
dafos producidos por la guerra, en la proteccién civil, que atiende a todas
las catéstrofes de origen humano o natural, hace que los organismos com-
petentes se desmilitaricen y se inserten plenamente en la Administracion
civil. Si bien en Espafia nunca estuvieron plenamente insertos en la Admi-
nistracién militar lo cierto es que si estuvieron fuertemente militarizados al
igual que tantos ofros sectores administrativos del Estado franquista.

El sistema de proteccién civil, que en 1978 tenia un desarrollo inci-
piente, tiene un encaje complicado en el Estado autonémico debido al
olvido de la Constitucién y de los Estatutos de Autonomia y a la inde-
terminacién resultante en cuanto a las competencias respectivas de las
diversas Administraciones territoriales. La Ley de Proteccion Civil de 1985
no ofrece una buena solucién ya que apenas contempla la participacion
de las Comunidades Auténomas, cuando resulta que por el proceso de
descentralizacién y de transferencia de servicios devienen en las titulares
del grueso de los servicios que han de intervenir en el sistema. La solucién a
las deficiencias e incoherencias de la legislacién ha tenido que ser salvada
en un largo proceso en el que han intervenido el Tribunal Constitucional, el
desarrollo reglamentario de la Ley de Proteccion Civil y las Comunidades
Auténomas a través de su propia legislacion.

Al final del proceso ha quedado configurado un sistema de proteccién
civil organizado en el triple nivel estatal, autonémico y local en el cual la
delimitacién competencial se ha realizado principalmente sobre el concepto
de interés nacional. La intervencién sobre las situaciones de riesgo o catés-
trofe que afecta a ese interés nacional corresponde al Estado; en el resto
de los casos la atencién de emergencias (catastroficas o no catastréficas)
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corresponde a las Comunidades Auténomas, aunque cuando la afeccién
no sobrepase el dmbito municipal son las entidades locales las llamadas
en primer lugar a intervenir (en la prdctica, sélo las de cierto tamario y que
cuenten con servicios propios). A esos tres niveles se superpone otro més
todavia en formacién, el europeo. Es previsible que a través de las formulas
de cooperacién emprendidas por la Unién Europea llegue a configurarse
en el futuro un sistema europeo de proteccién civil.

Sobre todo debido al desarrollo de la legislaciéon autondmica en los
dltimos afos procede una reformulacién conceptual en torno a las emergen-
cias y la proteccién civil. Como deciamos hace unos afios, la proteccién
civil forma parte de la més amplia materia de la seguridad piblica, que
consiste en «la actividad de los poderes piblicos y de los particulares,
en funcién de colaboracién con los primeros, dirigida a la proteccién de
personas y bienes frente a posibles agresiones violentas producidas tanto
por actos humanos como por fuerzas naturales o hechos accidentales, y
comprendiendo medidas de prevencién, de aminoracién y de reparacién
de los dafios» (34). La materia de proteccién civil seria aquella parte de
la seguridad publica definida como «el conjunto de acciones dirigidas a
evitar, reducir o corregir los dafos causados a personas y bienes por toda
clase de medios de agresién y por los elementos naturales o extraordinarios

en tiempos de paz cuando la amplitud y gravedad de sus efectos les hace
alcanzar el cardcter de calamidad piblica» (STC 123/1984).

Es decir, el dmbito propio de la proteccién civil son las situaciones de
catdstrofe o calamidad, si bien estos son conceptos bastante difusos. Las
referencias a la amplitud de los dafios o de la poblacién afectada suelen
ser muy abstractas; resulta més aproximativa la definicién de catéstrofe
contenida en la ley foral navarra sobre la materia: «emergencia que por
su gravedad genera una desproporcién entre las necesidades de aten-
cién ocasionadas por los dafios producidos o factibles y las posibilidades
del sistema para solventarlas, exigiendo medios extraordinarios para su
atenciéns.

La legislacion autonémica, y posteriormente las Gltimas reformas de
los Estatutos de Autonomia, han introducido el nuevo concepto de emer-
gencias o de gestién de emergencias. Utilizado a veces como sinénimo
de proteccién civil, su significado més preciso tiene que ver con la accién

(34) 1zu BELLOSO, Los conceptos... citado, p. 252.
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pUblica de atencién a las situaciones sobrevenidas repentinamente en la
cual las personas o los bienes se ponen en un riesgo grave e inminente
y que exigen la adopcién inmediata de medidas para atajar el riesgo o
para minimizar los dafos. Aspecto central de la gestién de las emergen-
cias es la atenciéon de las llamadas de auxilio de los ciudadanos. En este
sentido, la gestion de emergencias forma parte también de la seguridad
pUblica y tiene un dmbito mds amplio que la proteccién civil. Abarca
tanto la atencién de las emergencias ordinarias como de las emergencias
que adquieren rango de catdstrofe, es decir, la atencién de los riesgos
ordinarios y la atencién de los riesgos mayores (35). Y por ello, la pro-
teccién civil, accién pablica de mitigacién de los riesgos mayores, forma
parte de la materia mas amplia de gestién de emergencias.

(35) Josep OcHoA MoONzO, Riesgos mayores y proteccién civil, McGraw-Hill Interamericana
de Espafia, Madrid, 1996, configura la definicion del sistema de proteccién civil en relacién con los
riesgos mayores, los que per se pueden originar situaciones de catdstrofe, y que son principalmente
aunque no en exclusiva los previstos en la Norma Basica de Proteccién Civil: inundaciones, terremotos,
maremotos, volcanes, riesgo quimico, riesgo nuclear e incendios forestales.
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